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EDITORIAL 
  

Para la primera versión ordinaria del «Boletín del Consejo de Estado ï
Jurisprudencia y Conceptos-» en este año, con su edición 251, esta 
Corporación se enorgullece en presentar una serie de providencias judiciales y 
conceptos de trascendencia sobre temas del derecho administrativo, 
constitucional y en su rol como cuerpo consultivo del Gobierno Nacional. 

 

Con la finalidad de aumentar su difusión y atraer más lectores, se han afianzado 
alianzas y estrategias con diferentes entidades, organizaciones y 
universidades, con el objetivo de que la comunidad académica y jurídica se 
enriquezca de la jurisprudencia y de los conceptos relevantes emitidos por la 
Corporación, dentro del ámbito de sus competencias.   

 

Este nuevo número contiene, por citar alguna, en primer lugar, una sentencia 
de unificación en la cual se establecen los parámetros para el reconocimiento y 
liquidación de los perjuicios morales por privación injusta de la libertad y, a partir 
de qué momento, debe darse aplicación a las reglas jurisprudenciales 
contenidas en ella.  

 

En segundo lugar, en asuntos constitucionales se encuentra una decisión que 
acoge la tesis adoptada por el precedente vinculante de la Corte Constitucional, 
en materia de estabilidad laboral de la madre cabeza de hogar, cuando media 
justa causa para su desvinculación.  

 

En tercer lugar, en asuntos de la misma naturaleza, clarifica las reglas 
establecidas por el Decreto Legislativo 806 de 2020, en relación con la 
notificación de las providencias judiciales y la obligatoriedad del juez de 
procurar la comunicación virtual con los usuarios de la administración de 
Justicia, con el fin de que puedan conocer las decisiones y ejercer sus derechos.  

 

En cuarto lugar en asuntos conocidos por las Salas Especiales de Pérdida de 
Investidura, se presentan dos asuntos de connotación nacional, como son los 
que deciden sobre las demandas presentadas en contra de los senadores Roy 
Leonardo Barreras Montealegre y Armando Alberto Benedetti Villaneda,  por la 
configuración de un presunto conflicto de intereses de tipo moral y aquella que 
se resolvió a favor del congresista Gustavo Bolívar Moreno, por supuesta 
violación al régimen jurídico de conflicto de intereses.   

 

Por otro lado, la Sección Segunda, profirió sentencia que contiene las 
directrices para la revocatoria de los actos administrativos cuando no se ha 
notificado el titular del derecho, de conformidad con el artículo 93 del CPACA. 

 

Con esta nueva edición del Boletín Jurisprudencia y Concepto, el Consejo de 
Estado espera mantener su contribución en la divulgación del conocimiento 
jurídico a toda la comunidad.  
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I. NORMAS ANULADAS Y 
SUSPENDIDAS 
 

Normas anuladas 
 

SECCIÓN PRIMERA 
 
El Decreto 3066 de 2007, ñPor el cual se profieren disposiciones necesarias para la 
transición institucional originada por la nueva estructura legal bajo la cual funcionará 
el Sector Agrícola, Pecuario, Forestal y Pesquero en los términos de la Ley 1152 de 
2007, Estatuto de Desarrollo Rural.ò, expedido por el Gobierno Nacional. 
 
Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, 
sentencia de 2 de diciembre de 2021; C.P. Hernando Sánchez Sánchez, radicación: 
11001-03-24-000-2007-00356-00 (Acumulado 11001-03-24-000-2007-00357-00). 
(ver página 37 de este boletín). 
 

SECCIÓN CUARTA 
 
1. El Decreto 1625 del 11 de octubre de 2016, ñPor medio del cual se expide el 
Decreto Único Reglamentario en materia tributariaò, proferido por el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público: la expresión ñes decir cuatrocientos veinte (420) 
Unidades de Valor Tributario - UVT mensualesò, del parágrafo 3 del artículo 
1.2.4.1.6.  
 
Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, 
sentencia de 28 de octubre de 2021, C. P. Stella Jeannette Carvajal Basto, 
radicación: 11001-03-27-000-2018-00041-00 (24047) (ver página 83 de este 
boletín).  
 
 
2. El Decreto 1625 del 11 de octubre de 2016, ñPor medio del cual se expide el 
Decreto Đnico Reglamentario en materia tributariaò, proferido por el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público: el numeral 3 del artículo 1.5.7.5, adicionado por el 
artículo 1 del Decreto 874 de 2019.  
 
Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, 
sentencia de 18 de noviembre de 2021, C. P. Stella Jeannette Carvajal Basto, 
radicación: 11001-03-27-000-2020-00001-00 (25115) (ver página 88 de este 
boletín).  
 
 
3. La Ordenanza 000253 de 2015, expedida por la Asamblea del departamento del 
Atlántico: La expresión ñlas empresas de servicios públicos domiciliarios en las que 
el Distrito tenga participación en su capitalò del literal a.2) del artículo 132.   
  

http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-24-000-2007-00356-00.pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-24-000-2007-00356-00.pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-24-000-2007-00356-00.pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-24-000-2007-00356-00.pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-27-000-2018-00041-00(24047).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-27-000-2018-00041-00(24047).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-27-000-2018-00041-00(24047).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-27-000-2018-00041-00(24047).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-27-000-2020-00001-00(25115).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-27-000-2020-00001-00(25115).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-27-000-2020-00001-00(25115).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-27-000-2020-00001-00(25115).pdf
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Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, 
sentencia de 25 de noviembre de 2021, C. P. Milton Chaves García, radicación: 
08001-23-33-000-2015-00073-02 (25452) (ver página 72 de este boletín).  
 
 

Normas suspendidas 
 

SECCIÓN QUINTA 
 
La expresión ñen cualquier tiempoò contenida en el numeral 1 del artículo séptimo 
de la Resolución 10592 de 28 de septiembre de 2021 expedida por la Registraduría 
Nacional del Estado Civil, mediante la cual se adoptan ñmedidas especiales para la 
actualización y vigilancia del censo electoral, la inscripción de candidatos y se 
establece el procedimiento para la organización y dirección de la elección de los 
representantes adicionales a la Cámara por las dieciséis (16) Circunscripciones 
Transitorias Especiales de Paz en los períodos 2022-2026 y 2026-2030ò. 

 

Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, auto de 
6 de diciembre de 2021, C. P. Luis Alberto Álvarez Parra, radicación 11001-03-28-
000-2021-00072-00  
 

II.LEGALIDAD 
CONDICIONADA  
 
La Ordenanza 000253 de 2015 expedida por la Asamblea del departamento del 
Atlántico: el literal a.4) del artículo 132, en el entendido de que la estampilla 
ProHospital departamental de primer y segundo nivel de atención solo se causa en 
actos en los que intervenga un funcionario departamental o municipal.   
 
Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, 
sentencia de 25 de noviembre de 2021, C. P. Milton Chaves García, radicación: 
08001-23-33-000-2015-00073-02 (25452) (ver página 72 de este boletín).  
 

III. EXHORTOS 

 

1. La Sección Quinta exhortó al Tribunal 
Administrativo del Valle del Cauca para que 
excluya del medio de control de nulidad 
electoral los actos de trámite que se pretendan 
demandar de manera autónoma. 
  

http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/08001-23-33-000-2015-00073-02(25452).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/08001-23-33-000-2015-00073-02(25452).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/08001-23-33-000-2015-00073-02(25452).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/08001-23-33-000-2015-00073-02(25452).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/Suspensi%C3%B3n_11001-03-28-000-2021-00072-00_20211206.pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/Suspensi%C3%B3n_11001-03-28-000-2021-00072-00_20211206.pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/Suspensi%C3%B3n_11001-03-28-000-2021-00072-00_20211206.pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/08001-23-33-000-2015-00073-02(25452).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/08001-23-33-000-2015-00073-02(25452).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/08001-23-33-000-2015-00073-02(25452).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/08001-23-33-000-2015-00073-02(25452).pdf
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Sobre el particular dispuso en la parte considerativa lo siguiente: ñPor ello, el juicio 
de legalidad que emprende la Sala debe entenderse circunscrito, únicamente, al 
Formulario E-26AL, para lo cual exhorta al Tribunal Administrativo del Valle del 
Cauca a atender esta exigencia procesal y, en lo sucesivo, desde la etapa inicial del 
proceso, proceda a excluir todo acto de trámite que se pretenda demandar, 
autónomamente, a través de este medio de control, como ocurrió en el presente 
caso, con el Formulario E-6 de inscripción del candidato.ò 

 

Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, 
sentencia de 18 de noviembre de 2021, C. P. Luis Alberto Álvarez Parra, radicación 
76001-23-33-000-2019-01223-01. 
 

2. La Sección Quinta exhortó al Consejo 
Nacional Electoral y a la Registraduría 
Nacional del Estado Civil para que 
implementen los mecanismos necesarios para 
(i) que haya una depuración real y efectiva del 
censo electoral y (ii) evitar que los parientes de 
los candidatos en una misma contienda 
electoral se desempeñen como jurados de 
votación.  

 
Sobre el particular dispuso en la parte resolutiva lo siguiente: ñEXHORTAR al 
Consejo Nacional Electoral y a la Registraduría Nacional del Estado Civil, para que 
de manera mancomunada implemente los mecanismos necesarios para que: (I) La 
depuración de censo sea real y efectiva, en especial, que las decisiones relativas a 
la existencia de trashumancia puedan materializarse el día de los comicios, por 
ende, que los jurados de votación de manera eficiente y eficaz cuenten con las 
herramientas para identificar a los ciudadanos que se consideren trashumantes. (II) 
Evitar que los parientes de los candidatos en una misma contienda electoral según 
ordena la ley se desempe¶en como jurados de votaci·n.ò 

 

Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, 
sentencia de 27 de enero de 2022, C. P. Rocío Araújo Oñate, radicación 54001-23-
33-000-2020-00010-02. 
 

3. La Sección Quinta exhortó al Consejo 
Nacional Electoral y a la Registraduría 
Nacional del Estado Civil para que 
implementen los mecanismos necesarios para 
(i) que haya una depuración real y efectiva del 
censo electoral y (ii) evitar que los jurados de 
votación ejerzan su derecho al voto en la mesa 
en que desempeñan sus funciones y también 
en la que está registrado su documento de 
identidad. 
 
Sobre el particular dispuso en la parte considerativa lo siguiente: ñ (é) se exhortará 
al CNE y a la RNEC para que de manera mancomunada implementen los 

http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/Exhorto_76001-23-33-000-2019-01203-01_20211118.pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/Exhorto_76001-23-33-000-2019-01203-01_20211118.pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/Exhorto_76001-23-33-000-2019-01203-01_20211118.pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/Exhorto_54001-23-33-000-2020-00010-02%20SPV%20LAAP.pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/Exhorto_54001-23-33-000-2020-00010-02%20SPV%20LAAP.pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/Exhorto_54001-23-33-000-2020-00010-02%20SPV%20LAAP.pdf
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mecanismos necesarios que para que la depuración de censo sea real y efectiva, 
en especial, que las decisiones relativas a la existencia de trashumancia puedan 
masterizarse el día de los comicios, por ende, que los jurados de votación de 
manera eficiente y eficaz, cuenten con las herramientas para identificar a los 
ciudadanos que se consideren trashumantes. Asimismo, resulta pertinente que las 
autoridades electorales antes señaladas adopten las medidas pertinentes para 
evitar que los jurados de votación ejerzan frente a una misma elección, su derecho 
al voto en la mesa en que desempeñan sus funciones y también en la que está 
registrado su documento de identidad.ò 

 

Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, 
sentencia de 18 de noviembre de 2021, C. P. Rocío Araújo Oñate, radicación 76001-
23-33-000-2019-01223-01. 
 

http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/Exhorto_76001-23-33-000-2019-01203-01_20211118.pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/Exhorto_76001-23-33-000-2019-01203-01_20211118.pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/Exhorto_76001-23-33-000-2019-01203-01_20211118.pdf
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1. La Sala Plena de la Sección Tercera profirió 
sentencia de unificación en donde establece 
los parámetros para el reconocimiento y 
liquidación de los perjuicios morales por 
privación injusta de la libertad. 
 
Síntesis del caso: En zona rural del municipio La Montañita, Caquetá, un grupo de 
ciudadanos fueron capturados por miembros del Ejército Nacional y del 
Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, acusados del delito de rebelión. 
Después de ser oídos en indagatoria, fueron cobijados con medida de 
aseguramiento de detención preventiva sin beneficio de excarcelación. Meses 
después, a una de las detenidas se le sustituyó la medida de aseguramiento por 
detención domiciliaria. Posteriormente, los detenidos que aparecen en este proceso 
como demandantes, fueron absueltos en primera y segunda instancia debido a que 
las pruebas existentes no demostraban su vinculación con las FARC. 
 
SENTENCIA DE UNIFICACIÓN / ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / DAÑO 
CAUSADO POR LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA / PRIVACIÓN INJUSTA DE 
LA LIBERTAD / MEDIDA DE ASEGURAMIENTO / CONFIGURACIÓN DE LA 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO POR PRIVACIÓN INJUSTA 
DE LA LIBERTAD / PERJUICIO MORAL POR PRIVACIÓN INJUSTA DE LA 
LIBERTAD / INDEMNIZACIÓN DEL PERJUICIO MORAL / LIQUIDACIÓN DEL 
PERJUICIO MORAL / TOPE DE LA INDEMNIZACIÓN DEL PERJUICIO MORAL 
 
Problema jurídico 1: ¿En qué casos existe presunción jurisprudencial de perjuicio moral 
por privación injusta de la libertad?  
 
Tesis 1: ñ[L]os perjuicios morales pueden inferirse, para la v²ctima directa, de la prueba de 
la privación de la libertad; y para su cónyuge o compañero (a) permanente, así como para 
sus parientes hasta el primer grado de consanguinidad, con la prueba de tal condición. La 
presunción jurisprudencial de perjuicios morales solo se refiere a dichas víctimas. En 
relación con las demás víctimas indirectas, aunque la prueba del parentesco puede ser 
apreciada en cada caso concreto como indicio de la existencia de relaciones estrechas con 
el detenido, se concluye que dicha prueba no es suficiente para demostrar la existencia de 
perjuicios morales indemnizables; en este caso, los perjuicios morales deben ser 
acreditados por la parte demandante con otros medios de prueba. Por último, se reitera que 
las presunciones jurisprudenciales admiten prueba en contrario.ò 
 

Problema jurídico 2: ¿Cómo se liquida la indemnización de perjuicios morales por 
privación injusta de la libertad? 
 
Tesis 2: ñ[L]a Sala adoptar§ los siguientes topes para cuantificar los perjuicios morales de 
la víctima directa: Si la privación de la libertad tiene una duración igual o inferior a un mes, 
una suma fija equivalente a cinco salarios mínimos legales mensuales vigentes (5 SMLMV). 
Si la privación de la libertad tiene una duración superior a un mes: Por cada mes adicional 
transcurrido, sin importar el número de días que tenga el mes, cinco salarios mínimos 
legales mensuales vigentes (5 SMLMV). Por cada día adicional al último mes transcurrido, 
una fracción equivalente a 0,166 salarios mínimos legales mensuales vigentes, la cual se 
obtiene de dividir cinco salarios mínimos legales mensuales vigentes (5 SMLMV) por 30 
días. La cuantía se incrementará hasta cien salarios mínimos legales mensuales vigentes 
(100 SMLMV), indemnización que recibirá la víctima directa cuando esté detenida por 20 
meses o más tiempo, con el objeto de mantener el tope máximo jurisprudencial, de acuerdo 
con la jurisprudencia antes indicada. [é] El tope de indemnizaci·n de perjuicios morales de 
cien (100) salarios mínimos legales mensuales vigentes para la víctima directa solamente 
podrá ser superado en casos excepcionales, evento en el cual deberá motivarse 
detalladamente  
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esta decisión y las razones que justifican tal determinación, hasta un monto máximo de 
trescientos (300) salarios m²nimos legales mensuales vigentes. [é] Estima la Sala que, 
también como regla general, la intensidad del perjuicio es sustancialmente inferior cuando 
se trata de detención domiciliaria, caso en el cual la persona no se ve privada del entorno 
material de su hogar ni de la compañía de su familia. Esta circunstancia incide en la 
determinación de la intensidad de los perjuicios morales que sufren la víctima directa y sus 
familiares. Por lo tanto, en casos de detención domiciliaria, la reparación deberá disminuirse 
en un cincuenta por ciento (50%). [é] [S]e establecen los topes de perjuicios morales para 
las víctimas indirectas así: para los parientes en el primer grado de consanguinidad del 
detenido, su cónyuge o su compañero o compañera permanente el cincuenta por ciento 
(50%) de lo que le corresponda a la víctima directa. Y para los demás demandantes, cuando 
acrediten los perjuicios morales, el tope máximo es del treinta por ciento (30%) de lo que le 
corresponda a la v²ctima directa.ò 
 

Problema jurídico 3: ¿A partir de qué momento se deben aplicar las reglas 
jurisprudenciales establecidas en la presente sentencia de unificación? 
 
Tesis 3: ñ[C]omo a partir de la sentencia del 28 de agosto de 2013 puede deducirse que, 
en relación con los hermanos de la víctima directa era suficiente acreditar el parentesco 
para tener por demostrado el perjuicio moral, y en la gran mayoría de los fallos tal 
presunción viene aplicándose, la Sala estima procedente establecer la siguiente regla: en 
relación con las demandas presentadas desde el 28 de agosto de 2013 y hasta la fecha de 
expedición de la presente sentencia, en las cuales el juez advierta que se presentaron 
fundándose en la jurisprudencia existente y no se solicitaron pruebas para acreditar los 
perjuicios morales de los parientes en segundo grado de consanguinidad, podrá hacer uso 
de las facultades probatorias que le otorga la ley para garantizar su derecho al debido 
proceso. Esta determinación se adoptará sin importar la instancia en la que se encuentre el 
proceso. En relación con la determinación de los topes máximos por perjuicios morales y la 
forma de calcularlos, la sentencia será aplicada de inmediato. [é] El hecho de que los 
demandantes no conocieran estos topes en el momento en que interpusieron sus 
demandas no afecta la <<confianza legítima>>. El derecho a la reparación de perjuicios 
sufridos como consecuencia de la privación de la libertad no es un derecho patrimonial que 
nazca de un acto jurídico (unilateral o bilateral) en el cual la parte se acoge a determinada 
regla que no puede ser modificada posteriormente. Tampoco puede considerarse que la 
demanda fue presentada pensando en obtener determinado monto de perjuicios y que la 
confianza en ese resultado se alter· al establecerse otro monto.ò 
 
NOTA DE RELATORÍA: Sobre los antiguos parámetros jurisprudenciales para el reconocimiento 
y liquidación de los perjuicios morales por privación injusta de la libertad, cita: Consejo de Estado, 
Sección Tercera, sentencia de unificación de 28 de agosto de 2013, rad. 25022, C. P. Enrique Gil 
Botero. 

 

Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
sentencia de unificación jurisprudencial del 29 de noviembre de 2021, C. P. Martín 
Bermúdez Muñoz, radicación: 18001-23-31-000-2006-00178-01(46681). 
 
Salvamento parcial de voto de la consejera María Adriana Marín 
 
SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO / INDEMNIZACIÓN DEL PERJUICIO MORAL 
POR PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD / TASACIÓN DE LA 
INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS / CUANTÍA DE LA INDEMNIZACIÓN DE 
PERJUICIOS / ACREDITACIÓN DEL PERJUICIO MORAL 
 
Tesis: ñComparto el criterio expuesto en la sentencia, en relación con la exigencia que se 
hace a los parientes que se hallen en el tercero y cuarto grados de consanguinidad con la 
víctima directa del daño, con pruebas adicionales a las de su estado civil, porque en tal 
caso, no hay lugar a inferir la existencia del dolor moral, con  
la sola demostraci·n del v²nculo de consanguinidad. [é] No obstante, me aparto de la 
nueva regla de unificación en relación con los parientes que se hallen en el segundo grado 
de consanguinidad con la persona que hubiera sido injustamente privada de la libertad, 
porque no encuentro -ni se expusieron en el fallo- las razones de orden sociológico, histórico 
o doctrinal que lleven a negar la generalización a la que durante décadas ha acudido la 
jurisprudencia para establecer la presunción de daño en relación con los hermanos, abuelos 
y nietos. [é] Aunque no comparto, podr²a aceptar el criterio de que en relaci·n con los 
parientes debe hacerse una reducción de la indemnización por el dolor moral, pero en todo 
caso esa reducción debe ser mucho menor a la que se adoptó en la sentencia y sólo cuando 

http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/18001-23-31-000-2006-00178-01(46681).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/18001-23-31-000-2006-00178-01(46681).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/18001-23-31-000-2006-00178-01(46681).pdf
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se prueben circunstancias muy particulares. [é] Comparto el criterio de reducir la 
indemnización en los casos de detención domiciliaria, porque, por desfavorables que sean 
las condiciones de vida de una persona, sigue gozando de su entorno familiar, pero 
considero que la reducción de la proporción señalada en la sentencia de unificación es muy 
elevada, porque, en todo caso, la persona ha perdido el derecho a la libertad. [é] àPor qu® 
se considera que el daño y su reparación tienen un límite arbitrario de 100 SMLMV? Como 
si la persona que sigue detenida por un tiempo posterior a los 20 meses ya no sufriera 
daños por la restricción de su derecho. Si en esta sentencia se trató de corregir el defecto 
advertido en la de unificación de 2014, que establecía una indemnización diferente por 
períodos, para formular una indemnización progresiva, en función del tiempo de detención, 
la solución se desnaturaliza cuando se llega a los 20 meses de detenci·n. ò 
 

Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
sentencia de unificación jurisprudencial del 29 de noviembre de 2021, C. P. Martín 
Bermúdez Muñoz, radicación: 18001-23-31-000-2006-00178-01(46681). 
 
Salvamento parcial de voto del consejero Fredy Ibarra Martínez 
 
SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO / INDEMNIZACIÓN DEL PERJUICIO MORAL 
POR PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD / INDEMNIZACIÓN DEL 
PERJUICIO MORAL POR PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD / 
ACREDITACIÓN DEL PERJUICIO MORAL / PARENTESCO DE 
CONSANGUINIDAD / MODULACIÓN DE EFECTOS DE LA SENTENCIA EN EL 
TIEMPO 
 
Tesis: ñ[C]onsidero, respetuosamente, que la sentencia de la referencia parte de una 
premisa no acertada cuando se sostiene que no son equiparables la restricción de la libertad 
a la pérdida de la vida o a una lesión a la integridad psicofísica y que, por consiguiente, es 
necesario revaluar los baremos indemnizatorios otorgados por concepto de perjuicios 
morales en casos de privaci·n injusta de la libertad. [é] [N]o puedo compartir la conclusi·n 
según la cual frente a los abuelos y los hermanos no opera la presunción de perjuicio moral 
porque desconoce una realidad de la sociedad colombiana que evidencia que los vínculos 
familiares entre la víctima directa y sus abuelos, nietos y hermanos son, especialmente y 
por regla general, fuertes, estrechos y solidarios, lo contrario es la excepción y es esta la 
que debe probarse, no al rev®s. [é] [D]isiento de los porcentajes de disminuci·n 
establecidos en los literales a) y b) del párrafo 65.6 ibidem que determinan una reducción 
de la condena por concepto de perjuicio moral para los parientes en el primer grado de 
consanguinidad, cónyuge o compañero (a) permanente del 50% de la condena, y para los 
demás familiares o demandantes un porcentaje de 70% de los perjuicios morales otorgados 
en favor de la víctima directa, es decir, un reconocimiento de solo el 30%. Estas reglas de 
reducción indemnizatoria desconocen igualmente la realidad social y la normalidad de las 
relaciones familiares que la vida práctica indican en forma palmaria. [A]demás de la 
disminución en los porcentajes para las víctimas indirectas impone, por una parte, una 
carga probatoria que razonable y válidamente se había flexibilizado para los actores y, por 
otra, a los jueces, un deber de motivación especial para el reconocimiento del perjuicio 
moral. Por último, no comparto los efectos temporales de la unificación jurisprudencial 
aprobada, toda vez que, si la nueva jurisprudencia elimina la presunción de aflicción para 
los familiares de la víctima directa a partir del segundo grado de consanguinidad aquellos 
han debido modularse frente al factor tiempo.ò 

 
Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
sentencia de unificación jurisprudencial del 29 de noviembre de 2021, C. P. Martín 
Bermúdez Muñoz, radicación: 18001-23-31-000-2006-00178-01(46681). 
 
Aclaración de voto del consejero Alberto Montaña Plata 
 
ACLARACIÓN DE VOTO / INDEMNIZACIÓN DEL PERJUICIO MORAL POR 
PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD / TASACIÓN DE LA INDEMNIZACIÓN 
DE PERJUICIOS 
 
Tesis: ñPrimero, no creo que exista una condici·n de ñgravedadò del da¶o para que se 
pueda imputar la responsabilidad al Estado, entre otras razones porque el concepto de 
gravedad siempre es relativo, es decir, necesita una condición que sirva de referente de 
normalidad o levedad, y ello no hace parte del juicio de responsabilidad. Segundo, si bien 

http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/18001-23-31-000-2006-00178-01(46681).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/18001-23-31-000-2006-00178-01(46681).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/18001-23-31-000-2006-00178-01(46681).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/18001-23-31-000-2006-00178-01(46681).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/18001-23-31-000-2006-00178-01(46681).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/18001-23-31-000-2006-00178-01(46681).pdf


 

13 
 

 

considero que la nueva fórmula de liquidación corrige varios errores que presentaba aquella 
adoptada en la anterior sentencia de unificación (Exp. 36.149), aún presenta ciertas 
inconsistencias que pudieron ser corregidas. El mecanismo propuesto de cálculo alude al 
ñn¼mero de mesesò, lo que traer²a dificultades con aquellos meses que son menores o 
mayores a 30 d²as.ò 
 
NOTA DE RELATORÍA: Sobre la tasación de perjuicios morales en caso de privación injusta de 
la libertad, cita: Consejo de Estado, Sala Plena de la Sección Tercera, sentencia de unificación 
jurisprudencial del 28 de agosto de 2014, rad. 36149, C. P. Hernán Andrade Rincón (e). 

 

Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
sentencia de unificación jurisprudencial del 29 de noviembre de 2021, C. P. Martín 
Bermúdez Muñoz, radicación: 18001-23-31-000-2006-00178-01(46681). 
 
Salvamento parcial de voto del consejero Nicolás Yepes Corrales 
 
SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO / DETENCIÓN PREVENTIVA DE LA 
LIBERTAD / PROCEDENCIA DE LA MEDIDA DE ASEGURAMIENTO / 
FINALIDAD DE LA MEDIDA DE ASEGURAMIENTO / REQUISITOS DE LA 
MEDIDA DE ASEGURAMIENTO 
 
Tesis: ñ[E]s importante resaltar que, tal y como lo establece art²culo 356 de la Ley 600 de 
2000 previamente mencionado, la medida de aseguramiento exige para su imposición la 
existencia de por lo menos dos indicios graves de responsabilidad. Por otra parte, con 
fundamento en los artículos 7 y 232 de la Ley 600 de 2000, la declaratoria de 
responsabilidad penal exige que el juez tenga certeza más allá de toda duda razonable de 
la conducta punible y la responsabilidad del procesado. Es así como se trata de dos etapas 
procesales distintas, que exigen estándares probatorios diferenciados, lo que conlleva a la 
imposibilidad de juzgar en sede reparación directa y para efectos de declarar la 
responsabilidad de la Administración, una etapa procesal previa, como lo es la imposición 
de la medida de aseguramiento, bajo la óptica y exigencias probatorias necesarias para la 
declaratoria de responsabilidad penal del procesado. Lo anterior implica no solo la 
inobservancia de las exigencias del ordenamiento procesal penal, sino, en últimas, el 
reemplazo y desconocimiento en materia contencioso administrativa de la autoridad judicial 
que decidió la imposici·n de la medida de aseguramiento. [é] [E]stimó que, contrario a lo 
considerado en la sentencia, la medida de aseguramiento decretada en contra de los dos 
procesados estuvo soportada en más de dos indicios graves de responsabilidad penal que 
permitían inferir, a priori, que los se¶ores [é] pod²an ser autores del delito de rebelión.ò 
 

Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
sentencia de unificación jurisprudencial del 29 de noviembre de 2021, C. P. Martín 
Bermúdez Muñoz, radicación: 18001-23-31-000-2006-00178-01(46681). 
Salvamento de voto del consejero Guillermo Sánchez Luque 

 
SALVAMENTO DE VOTO / PRIVACIÓN INJUSTA DE LA LIBERTAD / 
CONFIGURACIÓN DE LA FALLA DEL SERVICIO / PROCEDENCIA DE LA 
MEDIDA DE ASEGURAMIENTO / FINALIDAD DE LA MEDIDA DE 
ASEGURAMIENTO / SENTENCIA ABSOLUTORIA 
 
Tesis: ñComo la sentencia se limitó a reproducir las consideraciones de la decisión penal 
absolutoria, frente a la que se exige certeza sobre la responsabilidad, y no analizó la 
existencia de los indicios exigidos por la ley al momento de imponer la medida de 
aseguramiento, no se acreditó una falla del servicio que justificara una condena.[é] [L]a 
Sala insisti· en la ñpresunci·nò de da¶o moral, derivada del parentesco, para los familiares 
en primer grado de consanguinidad. Dada la naturaleza misma del perjuicio moral, no 
resulta posible su prueba directa. Por ello, se suele acreditar mediante indicios que lleven 
al fallador a la convicci·n de su existencia e intensidad. M§s que genuinas ñpresuncionesò 
en realidad se est§ delante de hechos que se prueban mediante indicios. [é]  Las 
ñpresuncionesò en materia de indemnizaci·n de perjuicios implican, por ello, una alteración 
de la carga de la prueba que resulta desproporcionada en perjuicio del patrimonio público. 
El demandante es quien corresponde probar los perjuicios, incluyendo su cuantía, conforme 
a los artículos 177 CPC y 167 CGP. [é] No desconozco la importancia que ha jugado la 
fijación de topes y tablas que contiene montos indemnizatorios. Sin embargo, tal vez si 
volvemos a la esencia del proceso, la prueba, ¿no deberíamos optar por un margen de 
libertad del fallador, para que -caso a caso y según la juiciosa actividad probatoria de quien 

http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/18001-23-31-000-2006-00178-01(46681).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/18001-23-31-000-2006-00178-01(46681).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/18001-23-31-000-2006-00178-01(46681).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/18001-23-31-000-2006-00178-01(46681).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/18001-23-31-000-2006-00178-01(46681).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/18001-23-31-000-2006-00178-01(46681).pdf
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pide la responsabilidad del Estado- se tase la indemnizaci·n? [é] Frente a las sentencias 
de unificación, reitero el voto disidente a la sentencia de 16 de septiembre de 2021 (rad. 
66091), en el que cuestion® si el pretendido efecto ñobligatorioò de este ñtipoò de sentencias 
es coherente con el artículo 230 CN que en forma clara dispone que la jurisprudencia no es 
fuente formal de derecho, sino tan solo -como es lo propio de nuestro sistema jurídico- 
criterio auxiliar de la actividad judicial.ò 
 

Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
sentencia de unificación jurisprudencial del 29 de noviembre de 2021, C. P. Martín 
Bermúdez Muñoz, radicación: 18001-23-31-000-2006-00178-01(46681). 
 

http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/18001-23-31-000-2006-00178-01(46681).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/18001-23-31-000-2006-00178-01(46681).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/18001-23-31-000-2006-00178-01(46681).pdf
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ACCIONES DE TUTELA 
 

1. No se vulneran los derechos fundamentales 
a la defensa y al debido proceso en aquellos 
eventos en que no se remite el expediente 
digital en el acto de notificación de la 
sentencia. 

 
Síntesis del caso: El juez de tutela de segunda instancia confirmó la decisión 
adoptada que negó el amparo de los derechos fundamentales a la defensa y al 
debido proceso, en relación con la omisión de remitir el expediente digital en el acto 
de notificación de la sentencia. De la normativa que regula la notificación de la 
sentencia no se desprende un deber para el juez, según el cual deba acompañar el 
expediente digital del proceso para que la notificación se entienda válida. Por lo 
tanto, la notificación se realizó en debida forma.  
 
ACCIÓN DE TUTELA / AUSENCIA DE VULNERACIÓN DE DERECHOS 
FUNDAMENTALES / CONCURSO DE MÉRITOS DE LA RAMA JUDICIAL / 
ESTABILIDAD LABORAL DE MADRE CABEZA DE HOGAR NO ES ABSOLUTA 
/ PROVISIÓN DE CARGO POR CONCURSO DE MÉRITOS / JUSTA CAUSA 
PARA LA DESVINCULACIÓN DEL CARGO OCUPADO EN PROVISIONALIDAD 
 
Problema Jurídico: [¿Se vulneró el debido proceso del accionante, por parte de la 
autoridad judicial accionada, al no hacer entrega formal del expediente digital junto con la 
notificación electrónica del fallo de 19 de octubre de 2021, proferido en el proceso de nulidad 
y restablecimiento del derecho radicado bajo el número 05001333303320170012800?] 

 
Tesis: ñLa Sala confirmar§ la decisi·n de negar la acci·n de tutela porque no se advierte 
que la autoridad judicial haya dejado de observar un deber legal al momento de notificar la 
sentencia de primera instancia y, por lo tanto, no se advierte la vulneración de los derechos 
fundamentales al debido proceso y defensa del accionante. Al igual que el a quo, la Sala 
considera que la notificación de la sentencia se surtió en debida forma. De lo dispuesto en 
el artículo 203 de la Ley 1437 de 2011, no es posible interpretar que se deba acompañar el 
expediente digital del proceso, pues establece que las sentencias se notificar§n ñmediante 
envío de su texto a través de mensaje al buzón electrónico para notificaciones judicialesò. 
Por su parte, el parágrafo 1º del artículo 2º del Decreto Legislativo 806 de 2020 impone el 
deber a las autoridades judiciales de procurar la comunicación virtual con los usuarios de 
la administración de justicia y adoptar las medidas para que puedan conocer las decisiones 
y ejercer sus derechos. De esta disposición tampoco se desprende el deber concreto de 
acompañar el expediente digital con la notificación de las decisiones judiciales. En cambio, 
el juzgado sí garantizó el uso de las tecnologías de la información para notificar la decisión 
judicial proferida, cuyo contenido fue conocido por el accionante, frente a lo cual no eleva 
ningún reparo. La Sala advierte que el apoderado judicial del municipio, con el conocimiento 
del contenido de la sentencia estaba en capacidad de formular el escrito de apelación y si 
le era menester estudiar una pieza del mismo que no se encontraba en su poder para 
formular sus alegatos, podía hacer tal petición con posterioridad. En consecuencia, no es 
posible acceder al amparo con la pretensión de  endilgar al juzgado un deber inexistente, 
con la finalidad de reabrir el t®rmino para presentar el recurso de apelaci·nò. 

 
Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
Subsección B, Sentencia del 17 de enero de 2022, C.P. Martín Bermúdez Muñoz, 
radicación 05001-23-33-000-2021-01925-01(AC). 
 

2. Se deja sin efecto la sentencia que declaró la 
nulidad de la elección del gobernador de la 

http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/05001-23-33-000-2021-01925-01(AC).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/05001-23-33-000-2021-01925-01(AC).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/05001-23-33-000-2021-01925-01(AC).pdf


 

17 
 

 

Guajira, por haber incurrido presuntamente en 
doble militancia para candidatos de coalición. 
 
Síntesis del caso: Un ciudadano presentó demanda de nulidad electoral, con 
fundamento en que el gobernador de la Guajira fue elegido en contravía de la 
prohibición de doble militancia. La Sección Quinta del Consejo de Estado profirió 
sentencia el 1° de julio de 2021, en la que declaró, con efectos ex nunc, la nulidad 
del acto de elección del gobernador del departamento de La Guajira, para el periodo 
2020-2023. El Consejo de Estado, en sede de tutela, consideró que la autoridad 
judicial accionada incurrió en violación directa de la Constitución, al desconocer los 
principios de confianza legítima y buena fe, por imponerle un criterio jurisprudencial 
que no se encontraba vigente para la época en que se adelantaron las campañas 
electorales para las alcaldías de Uribia y de Riohacha, para el periodo 2020-2023. 
 
ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / VIOLACIÓN DEL 
PRINCIPIO DE CONFIANZA LEGÍTIMA / VIOLACIÓN DEL DERECHO AL 
DEBIDO PROCESO / VIOLACIÓN DEL DERECHO A LA IGUALDAD / 
VIOLACIÓN DE ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA / VIOLACIÓN 
DIRECTA DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA / MEDIO DE CONTROL DE 
NULIDAD ELECTORAL / DOBLE MILITANCIA POLÍTICA / COALICIÓN 
POLÍTICA / VACÍO EN LA NORMA / INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE LA 
LEY / INTERPRETACIÓN RESTRICTIVA DE LA LEY / PRINCIPIO DE 
TAXATIVIDAD / PRINCIPIO DE LA BUENA FE / PRINCIPIO DE CONFIANZA 
LEGÍTIMA 
 
Problema jurídico 1: ¿La Sección Quinta del Consejo de Estado, al dictar la sentencia 
del 1° de julio de 2021 en el proceso adelantado bajo el medio de control de nulidad electoral 
con el radicado 11001-03-28-000-2020-00018-00, incurrió en defecto por violación directa 
de la Constitución, por transgresión a los principios de confianza legítima y de buena fe, al 
imponerle un criterio jurisprudencial que no se encontraba vigente para la época en que 
ocurrieron los hechos objeto de la demanda de nulidad electoral?   

 
Tesis 1: ñEl se¶or [R.G.] reclama que la Secci·n Quinta del Consejo de Estado atent· 
contra los principios de buena fe y de confianza legítima, al exigirle un estándar 
jurisprudencial del año 2020 que no se encontraba vigente para el momento de la campaña 
electoral que dio lugar a su elección como Gobernador del departamento de La Guajira. El 
accionante considera que lo correcto era acudir al instituto conocido como ñjurisprudencia 
anunciadaò, para as² establecer que el precedente judicial, en relaci·n con la prohibición de 
doble militancia para candidatos de coalición, tiene aplicación hacia elecciones futuras y se 
encuentra desprovisto de efectos retroactivos.(...) [L]a Sala colige que, para el momento de 
ocurrencia de los hechos que dieron lugar a la presentación de la demanda de nulidad 
electoral (entre julio y octubre de 2019), la regulación normativa que rige la prohibición de 
doble militancia (inciso 2 del artículo 2 de la Ley 1475 de 2011) sí presentaba un vacío 
normativo, en relación con los candidatos respaldados por una coalición de partidos y 
movimientos políticos, pues no tenía previsto tal supuesto de hecho. Lo anterior, al punto 
que fue necesaria una interpretación del juez electoral en la que, a partir de una lectura 
sistemática del ordenamiento jurídico, logró armonizar la referida norma con otras 
disposiciones normativas (artículos 107 de la Constitución y 29 de la Ley 1475 de 2011), 
para así superar el escenario de indeterminación, es decir, predicar la mentada conducta 
prohibitiva sobre los candidatos de partidos políticos coaligados. Así las cosas, el señor 
[R.G.], durante la época de los comicios electorales del 2019 realizados en el departamento 
de La Guajira, no tenía a su disposición una norma jurídica que desde una lectura literal le 
permitiera comprender que también podía estar incurso en una situación de doble 
militancia, en su condición de candidato por coalición política. Ahora, hay que entender que 
la Sección Quinta del Consejo de Estado, en el fallo del 1 de julio de 2021, fundamentó su 
decisión de anular el acto de elección del señor [R.G.], con base en unas decisiones 
judiciales adoptadas por esa misma autoridad judicial en 2020, que corresponden 
precisamente a la línea jurisprudencial en la que, a partir de la comentada interpretación 
sistemática de los artículos 107 de la Constitución y 2 y 29 de la Ley 1475 de 2011, el 
fallador electoral ha establecido que la prohibición de doble militancia cobija a los 
candidatos promovidos por una coalición de colectividades políticas. Entonces, lo que 
corresponde definir es, si la Sección Quinta del Consejo de Estado, en la sentencia del 1 
de julio de 2021 podía exigir al señor [R.G.] que, al momento de participar en las 
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candidaturas de los señores [C.M.] y [R.P.], tuviera conocimiento del citado criterio 
jurisprudencial del año 2020, o, en concreto, que se hubiera anticipado a la interpretación 
sistemática de los artículos 107 de la Constitución y 2 y 29 de la Ley 1475 de 2011, para 
así reconocer que su conducta podía implicar una violación a la prohibición de doble 
militancia, sin consideración a la naturaleza prohibitiva de sus disposiciones. A juicio de 
esta Subsección (...) resulta una carga excesiva exigir a los ciudadanos que adelanten 
interpretaciones sistemáticas de las normas, si precisamente es una labor que está en 
cabeza de los jueces, como intérpretes de las normas. (...) Visto lo anterior, la Sección 
Quinta del Consejo de Estado no podía pretender, como así lo hizo en la sentencia del 1° 
de julio de 2021, que el señor [R.G.] pudiera reconocer la regla derivada del precedente 
proferido en 2020, si ella parte de una interpretación sistemática de las normas, que, para 
ser conocida por los ciudadanos, requiere del pronunciamiento judicial. De igual manera, al 
tratarse de una norma prohibitiva, resulta desproporcionado imponer al ciudadano 
interpretaciones extensivas de una ley, dado el carácter restrictivo que ostenta ese tipo de 
disposiciones en su aplicación. En ese orden, resulta razonable suponer que el señor [R.G.], 
bajo el principio de buena fe, actuó de acuerdo al alcance que el texto normativo que se le 
brindaba en el año 2019. Así las cosas, esta Subsección considera que la Sección Quinta 
del Consejo de Estado violó el principio de confianza legítima, al modificar el escenario 
normativo con el que disponía el señor [R.G.], al momento de que se llevaran campañas 
electorales a las alcaldías de Uribia y de Riohacha, para el periodo 2020-2023, por medio 
de un criterio jurisprudencial que no estaba presente en el anterior suceso. (...) [L]a Sala 
confirmará la sentencia del 9 de septiembre de 2021 proferida por la Subsección A de la 
Sección Segunda del Consejo de Estado, que concedió el amparo del principio de confianza 
legítima y de los derechos fundamentales al debido proceso, a la igualdad y al acceso a la 
administraci·n de justicia (...).ò 

 
ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / MEDIO DE 
CONTROL DE NULIDAD ELECTORAL / AUSENCIA DE DESCONOCIMIENTO 
DEL PRECEDENTE CONSTITUCIONAL / AUSENCIA DE DEFECTO POR 
DESCONOCIMIENTO DEL PRECEDENTE / NULIDAD ELECTORAL / DOBLE 
MILITANCIA POLÍTICA / COALICIÓN POLÍTICA  
 
Problema jurídico 2: ¿La Sección Quinta del Consejo de Estado, al dictar la sentencia 
del 1° de julio de 2021 en el medio de control de nulidad electoral con el radicado 11001-
03-28-000-2020-00018-00, incurrió en defecto por desconocimiento del precedente 
constitucional contenido en la sentencia C-334 de 2014 que, al interpretar el numeral 8° del 
artículo 275 de la Ley 1437 de 2011, definió cuáles eran las conductas constitutivas de 
doble militancia, así como en la sentencia del 31 de enero de 2019, proferida por esa misma 
sección, en el proceso electoral con número de radicado 11001-03-28-000-2018-00008-00? 

 
Tesis 2: ñ.El señor [R.G.] protesta que la Sección Quinta del Consejo de Estado desconoció 
el precedente contenido en la sentencia C-334 de 2014 proferida por la Corte 
Constitucional, específicamente en (...) las conductas para que se configure la causal de 
anulación de los actos de elección o de nombramiento electoral (...) en el supuesto en el 
que el candidato incurre en doble militancia política, al momento de la elección por voto 
popular. (...) [L]a Sala no encuentra acreditado el defecto por desconocimiento del 
precedente constitucional, en razón a que, tal y como lo destacó el juez de primera 
instancia, el accionante tiene la intención de descontextualizar el examen realizado por la 
Corte Constitucional en la sentencia invocada, a partir de unas suposiciones a las que esa 
Corporaci·n no hizo referencia. (é) El se¶or [R.G.] indica que la Secci·n Quinta del 
Consejo de Estado desconoció el precedente contenido en la sentencia del 31 de enero de 
2019 proferida por esa misma sección, en el proceso adelantado bajo el medio de control 
de nulidad electoral con n de radicado 11001-03-28-000-2018-00008-00, que estableció 
que ñla demostraci·n del presunto apoyo de un candidato a otro que pertenece a una 
colectividad pol²tica distinta, debe aflorar de manera evidente o de bultoò, a tal punto que el 
juez cuente con los elementos de juicio suficientes para encontrar, más allá de toda duda 
razonable, que la causal de anulación electoral, establecida en el numeral 8° del artículo 
275 de la Ley 1437 de 2011, se configuró. Como resulta evidente, la citada decisión judicial 
no es una sentencia con la vocación de unificar jurisprudencia sobre un punto específico de 
derecho, sino que, por el contrario, corresponde a un pronunciamiento con efectos inter 
partes. De igual manera, la controversia suscitada en el fallo invocado no es un caso 
análogo con el que es objeto de estudio en este trámite, desde su perspectiva jurídica y 
fáctica, en razón a que el debate del primero no se centró en la presunta violación de la 
prohibición de doble militancia cometida por un candidato de coalición, como sí ocurre en 
el sub lite, sino en el apoyo de un aspirante a la Cámara de Representantes por el 
departamento de Santander, afiliado al partido pol²tico ñCentro Democr§ticoò, a un 
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candidato para el Senado de la Rep¼blica, inscrito por el partido pol²tico ñCambio Radicalò. 
Por las razones expuestas, en este caso no se encuentra acreditado el defecto sustantivo 
por desconocimiento del precedente judicial (...). El señor [R.G.], además, reclama que la 
valoración de las pruebas incorporadas al expediente del proceso ordinario, que realizó la 
Sección Quinta del Consejo de Estado en el fallo del 1° de julio de 2021, desconoce su 
propio precedente contenido en la sentencia del 3 de diciembre de 2020 (11001-03-28-000-
2020-00016-00), al efectuar un examen probatorio más flexible al momento de verificar la 
violación de la prohibición de doble militancia. (...) [S]alta a la vista que la sentencia 
invocada por el accionante no resultaba vinculante para la Sección Quinta del Consejo de 
Estado al dictar el fallo del 1° de julio de 2021; por un lado, en la medida en que no es un 
caso comparable con el que es objeto de estudio en este trámite constitucional, al no 
involucrar como eje de la controversia la prohibición de doble militancia para candidatos de 
coalición; y, por el otro, conforme a los criterios jurisprudenciales descritos, no es una 
decisión judicial que tenga la vocación de unificar un punto de derecho, específicamente en 
lo que tiene que ver con la valoración probatoria de las circunstancias constitutivas de doble 
militancia.ò 
 

ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / AUSENCIA DE 
DEFECTO SUSTANTIVO / MEDIO DE CONTROL DE NULIDAD ELECTORAL / 
DOBLE MILITANCIA POLÍTICA / COALICIÓN POLÍTICA / PRINCIPIO DE LA 
INCIDENCIA / RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD SUBJETIVA / CRITERIO DE 
INCIDENCIA  
 
Problema jurídico 3: ¿La autoridad judicial incurrió en defecto sustantivo por inaplicación 
de los artículos 8.1. y 8.2. de la Convención Americana de Derechos Humanos y 29 de la 
Constitución, por no analizar el dolo y la culpa cometida por el señor [R.G.]; y del artículo 
287 de la Ley 1437 de 2011, que alude al criterio de incidencia como presupuesto para la 
anulación del acto de elección popular? 

 
Tesis 3: ñ[E]l accionante también reclama la inaplicación del artículo 287 de la Ley 1437 de 
2011, que dispone: ñPara garantizar el respeto de la voluntad leg²tima mayoritaria de los 
electores habrá lugar a declarar la nulidad de la elección por voto popular, cuando el juez 
establezca que las irregularidades en la votación o en los escrutinios son de tal incidencia 
que de practicarse nuevos escrutinios ser²an otros los elegidosò. (...) La Secci·n Quinta del 
Consejo de Estado efectivamente ha indicado que el criterio de incidencia real en el 
resultado de la elección no tiene aplicación en las controversias cuyo objeto de debate sea 
la violación de la prohibición de doble militancia, toda vez que, por un lado, la Ley 1475 de 
2011, que regula tal prohibición, no sujeta la configuración de la doble militancia a que el 
favorecido por el apoyo llegue al cargo de elección popular, sino que parte del hecho de 
que el sujeto activo acompañe la aspiración de otro candidato, en contra de la lealtad que 
debe guardar con la colectividad política a la que pertenece. (...) [L]a Sala no encuentra 
configurado el defecto sustantivo por inaplicación del artículo 287 de la Ley 1437 de 2011, 
toda vez que la normatividad no prevé, como condición para configuración de la violación 
de la prohibición de doble militancia, el resultado en la votación o en los escrutinios; y, por 
ende, al juez no le asiste el deber de tener en cuenta aquel criterio de incidencia.ò 

 
Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
Subsección C, sentencia del 21 de enero de 2022; C.P. Jaime Enrique Rodríguez 
Navas, radicación: 11001-03-15-000-2021-05205-01 (AC) (AC). 

 
3. Configuración del defecto procedimental 
absoluto en la providencia judicial por decretar 
la terminación del proceso al prosperar la 
excepción de inepta demanda respecto de una 
de las pretensiones formuladas e impedir el 
estudio de fondo de las demás. 
 

Síntesis del caso: La parte actora solicitó que se dejen sin efecto las providencias 
de 5 de marzo de 2020 y 17 de junio de 2021, proferidas por la Sección Segunda, 
por medio de la cual se confirmó la decisión dictada por en primera instancia que, 

http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-15-000-2021-05205-01%20(AC).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-15-000-2021-05205-01%20(AC).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-15-000-2021-05205-01%20(AC).pdf
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mediante auto de 21 de agosto de 2018, declaró probada la excepción de inepta 
demanda respecto de la pretensión encaminada a obtener el reconocimiento y pago 
de los puntos salariales por el año 2003, dentro de un proceso de nulidad y 
restablecimiento del derecho. A las citadas providencias la parte actora le atribuye 
la vulneración de derechos fundamentales al debido proceso, al acceso a la 
administración de justicia y a la igualdad, habida cuenta que, la Sección Segunda 
incurrió en defecto sustantivo, toda vez que declaró la terminación del proceso pese 
a que el recurso de apelación interpuesto contra el auto de 21 de agosto de 2018 
que resolvió sobre la excepción de inepta demanda, no versaba sobre todas las 
pretensiones de la demanda. La acción de tutela fue resuelta en primera instancia 
por la Sección Tercera, mediante sentencia de 2 de noviembre de 2021, denegó el 
amparo, por considerar que no se encontraba demostrado dentro del proceso que 
se hubiera decretado la terminación del medio de control objeto de la acción. 
Asimismo, sostuvo que de la lectura de las providencias objeto de la solicitud se 
desprendía que la terminación del proceso versaba únicamente respecto de la 
pretensión discutida en la decisión que resolvió sobre la excepción de inepta 
demanda. 
 
ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / CONFIGURACIÓN 
DEL DEFECTO PROCEDIMENTAL ABSOLUTO / EXCEPCIÓN DE INEPTITUD 
SUSTANTIVA DE LA DEMANDA / TERMINACIÓN DEL PROCESO / 
PRETENSIONES DEL MEDIO DE CONTROL DE NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO / DEBER DE ESTUDIAR LAS 
PRETENSIONES DE LA DEMANDA / VIOLACIÓN DEL DERECHO AL DEBIDO 
PROCESO / VIOLACIÓN DEL DERECHO DE ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN 
DE JUSTICIA 
 
Problema Jurídico: ¿Se configura el defecto procedimental absoluto al dar por 
terminado el proceso de nulidad y restablecimiento del derecho y ordenar su archivo con 
ocasión de la declaración de la excepción de inepta demanda respecto de una de las 
pretensiones? 
 

Tesis: ñDe la lectura de la providencia de 21 de agosto de 2018, se observa que el Tribunal 
declaró probada la excepción de inepta demanda respecto de la pretensión relacionada con 
el reconocimiento y pago de los puntos salariales por concepto de experiencia calificada y 
productividad académica únicamente del año 2003 y ordenó que el proceso continuara 
sobre las pretensiones relacionadas con los años 2004 a 2012. Teniendo en cuenta lo 
anterior, se observa que la SECCIÓN SEGUNDA, en providencia de 5 de marzo de 2020, 
resolvió confirmar en su integridad la decisión del Tribunal, circunstancia de la cual se 
desprende que, en principio no había lugar a declarar la terminación del proceso de nulidad 
y restablecimiento del derecho, comoquiera que, como ya se dijo, el Tribunal había 
ordenado se continuara con este respecto de las pretensiones de la demanda sobre el 
reconocimiento y pago de los puntos salariales por concepto de experiencia calificada y 
productividad académica de los años 2004 a 2012. Asimismo, la Sala advierte que, no asiste 
razón a la SECCIÓN SEGUNDA cuando manifiesta que la orden de dar por terminado el 
proceso se refería únicamente a la pretensión objeto del recurso de apelación interpuesto 
y que dicha circunstancia no ofrecía motivo de dudas que pudiera vulnerar los derechos 
fundamentales invocados por la actora, pues de la revisión del proceso ordinario se advierte 
que el Tribunal en cumplimiento estricto de lo ordenado en el auto de 5 de marzo de 2020 
ordenó el archivo del expediente, cuando lo procedente era continuar con el trámite 
procesal pertinente. En ese sentido, la Sala en aras de garantizar los derechos 
fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración de justicia de la actora, 
revocará la sentencia impugnada y, en su lugar, dejará sin efectos la providencia de 5 de 
marzo de 2020 en lo que tiene que ver con la decisión de declarar terminado el proceso.ò 
 
Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, 
Sentencia de 15 de diciembre de 2021, C.P. Nubia Margoth Peña Garzón, 
radicación 11001-03-15-000-2021-06552-01(AC). 
 

4. La estabilidad laboral de la madre cabeza de 
hogar no es absoluta, siempre que medie una 

http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-15-000-2021-06552-01%20Providencia.pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-15-000-2021-06552-01%20Providencia.pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-15-000-2021-06552-01%20Providencia.pdf
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justa causa para la desvinculación como lo es 
el nombramiento producto de un concurso de 
méritos  

 
Síntesis del caso: En esta oportunidad, la Subsección A de la Sección Tercera del 
Consejo de Estado aplicó la tesis adoptada por el precedente vinculante de la Corte 
Constitucional, sentencia SU-691 de 2017, según la cual la estabilidad laboral de la 
madre cabeza de hogar no debe entenderse de manera absoluta. En el caso, el 
fundamento para desvincular a la funcionaria del cargo ocupado en provisionalidad 
fue la culminación de un concurso de méritos, por tal razón, prevalece el principio 
meritocrático. Además, la Sala consideró que no se comprobó que efectivamente 
se haya efectuado el nombramiento, y la consiguiente desvinculación de la madre 
cabeza de familia. Por tal razón, se negó el amparo de los derechos fundamentales 
de la accionante.  
 
ACCIÓN DE TUTELA CONTRA ACTUACIONES DE AUTORIDAD 
ADMINISTRATIVA / PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA 
ACTO ADMINISTRATIVO / 
NOMBRAMIENTO DE LISTA DE ELEGIBLES EN EL CONCURSO DE MÉRITOS 
/ REVOCATORIA DEL ACTO ADMINISTRATIVO DE NOMBRAMIENTO / 
VULNERACIÓN DEL DERECHO AL DEBIDO PROCESO / VIOLACIÓN DEL 
DERECHO AL TRABAJO / VIOLACIÓN DEL DERECHO DE ACCESO A CARGO 
PÚBLICO 
 
Problema Jurídico: ¿El Consejo Seccional de la Judicatura de Cundinamarca vulneró 
los derechos fundamentales invocados por la señora [F.A.R.L.], al dejar sin efectos, sin su 
consentimiento, el Acuerdo No. CSJCUA21-81 del 24 de agosto de 2021 a través del cual 
se conformó la lista de elegibles ante el Juzgado Tercero de Pequeñas Causas y 
Competencias Múltiples de Soacha para proveer por el sistema de concursos el cargo de 
citador de juzgado municipal grado 03? 
 
Tesis: ñ[L]a Sala de Subsecci·n advierte en primer lugar que seg¼n el artículo 97 del Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, ñcuando un acto 
administrativo, bien sea expreso o ficto, haya creado o modificado una situación jurídica de 
carácter particular y concreto o reconocido un derecho de igual categoría no podrá ser 
revocado sin el consentimiento previo, expreso y escrito del respectivo titularò. Ahora bien, 
el Acuerdo No. CSJCUA21-81 del 24 de agosto de 2021 ñPor medio del cual se formula 
ante el Juzgado Tercero de Pequeñas Causas y Competencias Múltiples de Soacha, 
Cundinamarca, Lista de Elegibles para proveer por el Sistema de Concurso el cargo de 
ñCitador de Juzgado Municipal ï Grado 03òò en el que resolvi· formular como ¼nica 
aspirante a ese cargo a la señora [F.A.R.L.], creó una situación jurídica de carácter 
particular para la accionante. Es decir, si el Consejo Seccional de la Judicatura de 
Cundinamarca quería revocar dicho acto administrativo debía contar con el consentimiento 
de la señora [F.A.R.L.], sin embargo, no consta en el expediente que ello ocurriera, por el 
contrario, quedó demostrado que expidió el Acuerdo No. CSJCUA21172 del 2 de 
septiembre de 2021, sin su consentimiento. En ese sentido la actuación de la administración 
incurrió en una violación del debido proceso, defensa y el principio de confianza legitima de 
la accionanteò. 

 
Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
Subsección A, Sentencia del 15 de diciembre de 2021, C.P. José Roberto Sáchica 
Méndez, radicación 11001-03-15-000-2021-05523-01(AC). 
 

5. Vulneración de los derechos fundamentales 
de un participante en un concurso de méritos 
por exceso ritual manifiesto al ser excluido de 
éste por no acreditar la calidad de ciudadano, 

http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-15-000-2021-05523-01(AC).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-15-000-2021-05523-01(AC).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-15-000-2021-05523-01(AC).pdf
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pese al conocimiento previo por parte de la 
entidad de esta condición. 
 
Síntesis del caso: El accionante se inscribió al concurso de méritos convocado por 
el Consejo Seccional de la Judicatura, por medio del Acuerdo CSJBOA17-609 del 
6 de octubre de 2017, destinado a la provisión de cargos de empleados de carrera 
de tribunales, juzgados y centros de servicios de los distritos judiciales de 
Cartagena, Bolívar y San Andrés Isla. A través de Resolución No. CSJBOR19-266 
del 17 de mayo de 2019, se publicaron los resultados de las pruebas de 
conocimientos, competencias, aptitudes y/o habilidades, las cuales superó al 
obtener un puntaje de 824.54, para el cargo de secretario de juzgado municipal. 
Pese a lo anterior, mediante Resolución No. CSJBOR21-569 del 20 de mayo de 
2021, el presidente del Consejo Seccional de la Judicatura de Bolívar lo excluyó del 
proceso de selección, al considerar que no acreditó la condición de ciudadano en 
ejercicio porque solo adjuntó la parte frontal de la cédula. Contra el acto 
administrativo anterior, interpuso los recursos de reposición y apelación, los cuales 
fueron resueltos a través de las resoluciones No. CSJBOR21-800 del 6 de julio de 
2021 y CJR21-0264 del 17 de agosto de 2021, respectivamente, en el sentido de 
confirmarlo. 
 
ACCIÓN DE TUTELA CONTRA ACTO ADMINISTRATIVO / DEFECTO 
PROCEDIMENTAL / EXCESO RITUAL MANIFIESTO / EXCLUSIÓN DEL 
CONCURSO DE MÉRITOS / EXIGENCIA DE LA CÉDULA DE CIUDADANÍA / 
EXHIBICIÓN DE LA CÉDULA DE CIUDADANÍA / VIOLACIÓN DE LOS 
DERECHOS FUNDAMENTALES 
 
Problema Jurídico: ¿El Consejo Seccional de la Judicatura de Bolívar y la Unidad de 
Administración de la Carrera Judicial del Consejo Superior de la Judicatura vulneraron los 
derechos fundamentales al debido proceso, acceso a cargos y funciones públicas e 
igualdad del actor, al excluirlo del concurso de méritos convocado mediante el Acuerdo 
CSJBOA17-609 del 6 de octubre de 2017, por no demostrar la condición de ciudadano en 
ejercicio? 

 
Tesis: [L]a Sala de Subsección advierte que, en efecto, según el Acuerdo 
CSJBOA17-609 del 6 de octubre de 2017, uno de los requisitos para los aspirantes 
del concurso era ser ciudadano en ejercicio, de acuerdo con lo cual se exigía copia 
de la cédula de ciudadanía. Que según los actos administrativos que excluyeron al 
accionante, no aportó completa la cédula de ciudanía (solo la parte frontal), motivo 
por el cual no probó la calidad de ciudadano en ejercicio. (é) [L]a Corte 
Constitucional ha reconocido que si bien la cédula de ciudadanía acredita la calidad 
de ciudadano en ejercicio, también ha aceptado que no es la única manera de 
probarlo, puesto que cuando esta de por medio la vulneración de un derecho 
fundamental las entidades públicas deben acudir a los sistemas tecnológicos a fin 
de individualizar al titular del derecho con el propósito de evitar que los formalismos 
socaven el derecho sustancial. En ese línea de ideas, tratándose del defecto 
procedimental por exceso ritual manifiesto como causal especifica de procedencia 
de la tutela contra acto administrativo el cual se asimila de la tutela contra 
providencia judicial, la Corte Constitucional ha dicho que este se configura cuando 
la autoridad judicial, en este caso administrativa, utiliza o concibe los procedimientos 
como obstáculo para la eficiencia del derecho sustancial, por ejemplo, al incurrir en 
un exceso de severidad procedimental en la apreciación de las pruebas. Bajo ese 
contexto, la Sala de Subsección considera que el Consejo Seccional de la 
Judicatura de Bolívar y la Unidad de Administración de la Carrera Judicial del 
Consejo Superior de la Judicatura vulneraron los derechos fundamentales al debido 
proceso, acceso a cargos y funciones públicas e igualdad del [actor], al excluirlo del 
concurso de méritos convocado mediante el Acuerdo CSJBOA17-609 del 6 de 
octubre de 2017, al incurrir en un exceso ritual manifiesto porque: (i) desde el 
momento de la inscripción al concurso debió incluir los datos de la cédula de 
ciudadanía, (ii) al presentar la prueba de conocimientos debió exhibir la cédula de 
ciudadanía al empleado asignado de la Unidad de Carrera de la Rama Judicial a fin 
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de verificar su identidad y acceder al examen, (iii) prestó sus servicios a la Rama 
Judicial en el cargo de auxiliar ad honorem del Tribunal Administrativo de Bolívar, 
para lo cual debió anexar copia del documento de identidad según consta en la 
Resolución No. 015 de 2013, de tal manera que el Consejo Seccional de la 
Judicatura de Bolívar contaba con esta información y podía verificarlo en sus 
archivos o pedir la colaboración al Tribunal citado para que lo allegara y, (iv) para la 
inscripción y expedición de su tarjeta profesional de abogado debió aportar copia de 
su cédula de ciudadanía, en consecuencia, ese documento también reposaba en 
los archivos de la Unidad de Registro Nacional de Abogados de la Rama Judicial y 
la Unidad de Administración de la Carrera Judicial podía solicitarlo. Esto es, las 
entidades accionadas comprometieron las garantías fundamentales del accionante 
invocadas en protección por una severidad procesal que pudo superar si hubiere 
considerado los eventos anteriores o consultado en los archivos de la Rama Judicial 
en los que reposa el documento requerido, como sí lo hizo en el caso de otro de los 
concursantes, el señor [I.D.G.C.], respecto del cual resolvió que «por haber 
acreditado experiencia en diferentes cargos de la Rama Judicial no se le debe exigir 
tal requisito» refiriéndose a la exigencia de ciudadano en ejercicio, por consiguiente, 
repuso la decisión de exclusión de este participante para que continuara en el 
proceso de selección, lo que debió suceder con el accionante quien también 
acreditó experiencia en la Rama Judicial como auxiliar ad honorem. Asimismo, el 
Consejo Seccional de la Judicatura de Bolívar y la Unidad de Administración de la 
Carrera Judicial del Consejo Superior de la Judicatura desconocieron el principio 
del mérito dispuesto en el artículo 125 de la Constitución Política por descartar a un 
concursante que superó las pruebas de conocimientos, aptitudes y/o habilidades al 
asumir un posición irrestricta en relación con una exigencia que cumplió desde el 
momento de la inscripción y que fue posible verificar (i) al momento de presentar el 
examen, (ii) consultar sus archivos o (iii) recurrir a las otras entidades donde prestó 
sus servicios, el Tribunal Administrativo de Bolívar. Así las cosas, con fundamento 
en los argumentos precedentes, la Sala revocará la sentencia de primera instancia 
que declaró la improcedencia de la tutela y en su lugar amparará los derechos del 
[actor], en consecuencia, se dejarán sin efectos parcialmente las Resoluciones Nos. 
CSJBOR21-569 del 20 de mayo de 2021 y CSJBOR21-800 del 6 de julio de 2021 
proferidas por el presidente del Consejo Seccional de la Judicatura de Bolívar y la 
Resolución CJR21-0264 del 17 de agosto de 2021 expedida por la directora de la 
Unidad de Administración de la Carrera Judicial del Consejo Superior de la 
Judicatura, en cuanto excluyeron al accionante del concurso de méritos convocado 
a través del Acuerdo CSJBOA17-609 del 6 de octubre de 2017, por no acreditar la 
calidad de ciudadano en ejercicio, al incurrir en un exceso ritual manifiesto. En ese 
sentido se ordenará al Consejo Seccional de la Judicatura de Bolívar, que en el 
término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta sentencia 
profiera una nueva decisión respecto a la situación jurídica del accionante en el 
concurso de méritos convocado a través del Acuerdo CSJBOA17-609 del 6 de 
octubre de 2017, en la que tenga en cuenta las consideraciones aquí expuestas de 
tal manera que le permita continuar en las siguientes etapas del proceso de 
selección.ò 
 
Salvamento de voto del consejero William Hernández Gómez 
 
SALVAMENTO DE VOTO / ACCIÓN DE TUTELA CONTRA ACTO 
ADMINISTRATIVO / CONCURSO DE MÉRITOS / IMPROCEDENCIA DE LA 
ACCIÓN DE TUTELA CONTRA ACTO ADMINISTRATIVO POR EXISTENCIA DE 
OTRO MECANISMO DE DEFENSA / PROCEDENCIA DEL MEDIO DE CONTROL 
DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO / REGISTRO DE LISTA 
DE ELEGIBLES EN EL CONCURSO DE MÉRITOS / INCUMPLIMIENTO DEL 
REQUISITO DE SUBSIDIARIEDAD EN LA ACCIÓN DE TUTELA 
 
Problema Jurídico: ¿Se acreditaron los requisitos generales de procedibilidad de la 
acción de tutela, particularmente, el requisito de subsidiariedad? 

 
Tesis: ñEntre los requisitos generales de procedibilidad, para la prosperidad de la acci·n 
de tutela, se encuentra la exigencia de la subsidiariedad, que implica el agotamiento de 
todos los medios de defensa judicial con los que cuenta la persona afectada, el cual no se 
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cumplió en el presente caso. En efecto, considero que en el sub lite se expidió el registro 
de elegibles y, en esa medida, el peticionario de la salvaguarda contaba con el medio de 
control de nulidad y restablecimiento del derecho, para discutir la legalidad de los actos 
administrativos que consideraba lesionaron sus derechos subjetivos, conforme a lo 
expuesto en el artículo 138 de la Ley 1437 de 2011. En ese orden de ideas, advierto que 
no había lugar a acceder al amparo, sino que la solicitud de la referencia debió ser 
rechazada por improcedente, ante el incumplimiento de la exigencia general de la 
subsidiariedad, como causal de procedibilidad de este mecanismo en contra de 

providencias judiciales.ò 
 
Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 
Subsección A, Sentencia de 9 de diciembre de 2021, C.P. Gabriel Valbuena 
Hernández, S.V. William Hernández Gómez, radicación 11001-03-15-000-2021-
05927-01(AC). 
 

6. Se incurre en defecto sustantivo al no 
aplicar en sede de acción de tutela las reglas 
sobre notificación personal contenidas en el 
Decreto 806 de 2020, para efectos del cómputo 
del término para impugnar la sentencia. 
 

Síntesis del caso: Una ciudadana ejerció la acción de tutela ante el Juzgado 
Cuarenta y Cuatro Administrativo del Circuito de Bogotá, autoridad judicial que, por 
medio del fallo del 21 de septiembre de 2021, negó el amparo de los derechos 
invocados. El 15 de septiembre de 2021, el apoderado de la accionante impugnó la 
anterior decisión, sin embargo, el juzgado precitado, mediante auto del 24 de 
septiembre de 2021, lo rechazó por extemporáneo. 
 
ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA PROFERIDA EN ACCIÓN DE 
TUTELA / VIOLACIÓN DEL DERECHO A LA IGUALDAD / VIOLACIÓN DEL 
DERECHO AL DEBIDO PROCESO / VIOLACIÓN DEL DERECHO DE ACCESO 
A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA / CONFIGURACIÓN DE DEFECTO 
SUSTANTIVO / AUTO QUE RECHAZA LA IMPUGNACIÓN DE LA SENTENCIA 
DE ACCIÓN DE TUTELA / CÓMPUTO DEL TÉRMINO DE IMPUGNACIÓN DE LA 
SENTENCIA DE ACCIÓN DE TUTELA / NOTIFICACIÓN PERSONAL / 
NOTIFICACIÓN POR MEDIO ELECTRÓNICO 
 
Problema jurídico: ñàEl Juzgado Cuarenta y Cuatro Administrativo del Circuito de 
Bogotá, al expedir el auto del 24 de septiembre de 2021, incurrió en un defecto sustantivo 
y en un desconocimiento del precedente y, por consiguiente, en la vulneración de los 
derechos fundamentales a la igualdad, debido proceso y acceso a la administración de 
justicia de la parte accionante?ò  

 
Tesis: ñSi bien la parte accionante no identific· expresamente los defectos contra la 
decisión reprochada, la Sala de Decisión entiende, de acuerdo con las razones 
manifestadas en la tutela, que alegó la configuración de (i) un defecto sustantivo por la 
inaplicación del artículo 8 del Decreto 806 de 2020 y (ii) un desconocimiento del precedente 
por no tener en cuenta la sentencia STC 11274-2021 del 1 de septiembre de 2021 expedida 
por la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia. (é) [L]a notificaci·n de la decisi·n de 
tutela se puede realizar (i) por telegrama o (ii) por otro medio expedito que asegure la 
eficacia de la misma y la posibilidad de ejercer el derecho de defensa. (é) [E]l juez de tutela 
puede ordenar la notificación del fallo a través de cualquier medio que garantice el 
conocimiento de la decisión judicial y que permita que el interesado pueda ejercer su 
derecho de defensa y contradicción, sin embargo, esto no implica que el funcionario judicial 
pueda seleccionar libremente la manera en que debe efectuarse la notificaci·n (é). Lo 
expuesto quiere decir que, a pesar de que el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y el 
artículo 5 del Decreto 306 de 1992, disponen que el funcionario judicial puede usar cualquier 
medio expedito y eficaz para notificar la decisión de tutela, lo cierto es que preferiblemente 
se debe recurrir a la notificación personal y en caso de no ser posible utilizar otro que sea 
expedito y eficaz. (é) [E]n el marco de la pandemia por el COVID-19, el Gobierno Nacional 

http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-15-000-2021-05927-01(AC)%20Providencia.pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-15-000-2021-05927-01(AC)%20Providencia.pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-15-000-2021-05927-01(AC)%20Providencia.pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-15-000-2021-05927-01(AC)%20Providencia.pdf
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expidió el Decreto 806 de 2020, mediante el cual adoptó  «medidas para implementar las 
tecnologías de la información y las comunicaciones en las actuaciones judiciales, agilizar 
los procesos judiciales y flexibilizar la atención a los usuarios del servicio de justicia, en el 
marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecol·gicaè (é) [A]l realizar la 
notificación personal por correo electrónico, esta se entiende efectuada dos días hábiles 
después del envío del mensaje, de tal manera que los términos empezarán a contarse el 
día después lo cual significa, en cuanto a la impugnación del fallo de tutela, que el término 
de tres días para interponerla iniciará dos días hábiles después de la remisión del mensaje 
electrónico al correo señalado por las partes. [T]eniendo en cuenta que en el sub examine 
el despacho judicial accionado notificó la sentencia de tutela a la señora [M.T.Z.R.] a través 
de correo electr·nico remitido el 8 de septiembre de 2021, (é) la interesada contaba hasta 
el 15 de septiembre de 2021 para presentar la impugnaci·n (é) De acuerdo con las razones 
precedentes la Sala de Decisión considera que se configuró el defecto sustantivo alegado, 
porque el despacho judicial accionado no tuvo en cuenta la norma aplicable al asunto al 
momento de definir si concedía o no la impugnación presentada, esto es, el Decreto 806 de 
2020. En consecuencia, se dejar§ sin efectos el auto (é) a trav®s de la cual el Juzgado 
Cuarenta y Cuatro Administrativo del Circuito de Bogotá ï Sección Cuarta rechazó por 
extemporánea la impugnación interpuesta por la señora [M.T.Z.R.] contra el fallo de tutela.ò 
 

Salvamento de voto del consejero William Hernández Gómez 
 

SALVAMENTO DE VOTO / ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA 
JUDICIAL / AUTO QUE RECHAZA IMPUGNACIÓN / IMPROCEDENCIA POR 
INCUMPLIMIENTO DEL REQUISITO DE SUBSIDIARIEDAD / REVISIÓN ANTE 
LA CORTE CONSTITUCIONAL 
 
Tesis: ñEn el prove²do de tutela de la referencia se analiz· el auto dictado por el Juzgado 
Cuarenta y Cuatro Administrativo del Circuito de Bogotá ï Sección Cuarta, mediante el cual 
se rechazó por extemporáneo el recurso de impugnación interpuesto en contra de la 
sentencia de primera instancia dictada en una acción de tutela. En dicha providencia, de la 
cual me separo, se indicó que la autoridad judicial accionada incurrió en defecto sustantivo, 
al no aplicar el Decreto 806 de 2020 para contabilizar el término con el que se contaba para 
formular el recurso referido. Al respecto, considero pertinente mencionar que la procedencia 
general de la acción de tutela en contra de providencias judiciales exige, entre otros 
requisitos, que se hayan agotado todos los mecanismos judiciales con los que se cuenten 
y que la sentencia cuestionada no haya sido proferida en otra acción de igual naturaleza. 
Frente a esta última exigencia debe precisarse que cuando se trata de otra decisión 
adoptada en ese trámite constitucional distinta a aquella, la Corte Constitucional ha 
diferenciado si se trata de un proveído proferido con anterioridad o con posterioridad al fallo, 
para determinar su procedencia. En esa medida, evidencio que en el asunto objeto de 
análisis se examinó de fondo la decisión adoptada en el auto que resolvió sobre la 
concesión del recurso de impugnación interpuesto, sin tener en cuenta que la accionante 
podía solicitar la selección del expediente para revisión ante la Corte Constitucional, con el 
objetivo de que se analizara la irregularidad que en su criterio aconteció por parte del juez 
que conoci· la primera instancia de la acci·n.ò 

 
Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 
Subsección A; sentencia del 25 de noviembre de 2021; C.P. Gabriel Valbuena 
Hernández, radicación: 25000-23-15-000-2021-01306-01(AC), S.V. William 
Hernández Gómez, A.V. Rafael Francisco Suárez Vargas. 

 
7. Se reitera que el plazo razonable, para 
efectos de determinar si con el ejercicio de la 
acción de tutela se cumple el presupuesto de 
inmediatez, no se debe computar desde que se 
profiere el auto de obedézcase y cúmplase lo 
resuelto por el superior. 
 
Síntesis del caso: Un ciudadano presentó una demanda en ejercicio de la acción 
de tutela, contra el Juzgado 20 Administrativo de Cali y el Tribunal Administrativo 

http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/25000-23-15-000-2021-01306-01(AC).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/25000-23-15-000-2021-01306-01(AC).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/25000-23-15-000-2021-01306-01(AC).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/25000-23-15-000-2021-01306-01(AC).pdf
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del Quindío, por la expedición de las providencias del 2 de agosto de 2016 y 20 de 
junio de 2019, respectivamente, dentro del medio de control de controversias 
contractuales No. 76001-33-31-014-2009-00066-01. El asunto fue conocido por la 
Sección Primera del Consejo de Estado, autoridad judicial que en sentencia del 21 
de agosto de 2020 negó las pretensiones de la demanda. En segunda instancia, la 
Sección Quinta de esta Corporación revocó la determinación del a quo, y en su 
lugar, declaró la improcedencia del amparo al encontrar que no se cumplió con el 
requisito de inmediatez. Se pretende dejar sin efecto las providencias proferidas en 
sede constitucional a través de un nuevo ejercicio de la acción de tutela. 
 
IMPROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA CONTRA SENTENCIA DE 
TUTELA / COSA JUZGADA CONSTITUCIONAL / FALTA DE PRUEBA DEL 
FRAUDE EN LA RESOLUCIÓN JUDICIAL / INCUMPLIMIENTO DEL REQUISITO 
DE INMEDIATEZ / CÓMPUTO DEL TÉRMINO RAZONABLE 
 
Problema jurídico: ¿La Presente solicitud de amparo constitucional, que se dirige a 
impugnar un fallo de tutela, cumple con los requisitos generales de procedibilidad?  

 
Tesis: ñ[E]l amparo impetrado por [A.Z.R.] no cumple el presupuesto del fraus omnia 
corrumpit, pues no se percibe la configuración de la cosa juzgada fraudulenta respecto del 
fallo del 15 de octubre de 2020 dictado por la Sección Quinta del Consejo de Estado. Así, 
a pesar de que se hizo mención de unas situaciones que supuestamente permitirían colegir 
la materialización del presupuesto estudiado, lo cierto es que lo pretendido por el accionante 
es imponer su visión frente a la presunta vulneración de derechos fundamentales que 
ocurrió a partir de la realidad fáctica invocada en la acción de tutela de radicado No. 2020-
03096-01; y reiterar que el término de inmediatez de la mentada acción se debió contar a 
partir del 16 de diciembre de 2019, momento en el que quedó ejecutoriado el auto emitido 
por el Juzgado 20 Administrativo de Cali. Sin embargo, para esta Sala de Subsección, los 
reclamos que se elevan, son infundados, como se procede a explicar. La providencia con 
la que finalizó el trámite reprochado a través de la acción de tutela de radicado No. 11001-
03-15-000-2020-03096-01, es la dictada el 20 de junio de 2019 por el Tribunal 
Administrativo del Quindío, que resolvió desfavorablemente las súplicas formuladas a 
través del medio de control de controversias contractuales No. 76001-33-31-014-2009-
00066-01. Ahora bien, se encuentra que la mencionada providencia fue notificada mediante 
edicto desfijado el 19 de septiembre de 2019, como aparece en la página de Consulta de 
Procesos de la Rama Judicial. En vista de lo anterior, la sentencia acusada cobró ejecutoria 
el 24 del mismo mes y año, de modo que el término de los 6 meses que, prima facie, se 
avistaba razonable, estuvo vigente hasta el 24 de marzo de 2020, no obstante, la acción de 
tutela en cuestión solo fue radicada hasta el 9 de julio de 2020, incumpliendo así el requisito 
general de inmediatez. (é) [E]l Consejo Superior de la Judicatura, mediante Acuerdos 
PCSJA20-11517 del 15 de marzo de 2020 y posteriores, dispuso la suspensión de términos 
judiciales a nivel nacional; no obstante, tal regulación exceptuó expresamente el trámite de 
las acciones de tutela, por lo que el mecanismo constitucional no se vio afectado en forma 
alguna por las medidas adoptadas por la pandemia del COVID-19. (é) [S]e le aclara al 
accionante que a pesar de que pretenda justificar el cumplimiento del requisito de 
inmediatez aduciendo que el plazo razonable para interponer el amparo debe contabilizarse 
desde el auto de obedézcase y cúmplase que data del 9 de diciembre de 2019, lo cierto es 
que tal argumento no es de recibo, pues el demandante conocía el contenido y sentido de 
la sentencia reprochada desde su notificación, y por ende, a partir de esa época contaba 
con la posibilidad de formular la acción constitucional. Pero, además de lo anterior, la 
sentencia del 15 de octubre de 2020, dictada al interior del asunto 2020-03096-01, que 
revocó la decisión de primera instancia y en su lugar declaró la improcedencia del amparo, 
fue excluida de selección por la Corte Constitucional mediante auto del 29 de enero de 
2021, notificado a través del estado No. 02 del 12 de febrero de 2021, por lo que quedó 
configurado el fenómeno de la cosa juzgada constitucional, lo que la hace inmutable e 
inmodificable.ò 

 
Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
Subsección C; sentencia del 10 de diciembre de 2021; C.P. Nicolás Yepes Corrales, 
radicación: 11001-03-15-000-2020-04883-01 (AC). 
 

ACCIONES DE GRUPO 

http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-15-000-2020-04883-01%20(AC).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-15-000-2020-04883-01%20(AC).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-15-000-2020-04883-01%20(AC).pdf
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1. En el marco de las acciones de grupo, la 
carga probatoria de los accionantes no se 
puede limitar a la demostración de la 
vulneración del derecho colectivo, sino que 
además deben acreditar los prejuicios 
individuales recibidos  

 
Síntesis del caso: Integrantes de la comunidad indígena zenú Cabildo Venado 
interpusieron acción de grupo contra el municipio de Ciénaga de Oro, la Corporación 
Autónoma Regional de los Valles del Sinú y San Jorge y la empresa Coraseo S.A. 
E.S.P. por considerarse afectados directos de la construcción de un relleno 
sanitario. El juez constitucional determinó que de la demanda no se desprenden 
elementos de convicción que permitan concluir que los demandantes sufrieron 
daños individuales por la construcción del relleno.  De esta manera, a juicio del 
Consejo de Estado al grupo accionante no le basta demostrar la vulneración del 
derecho colectivo, sino que también es necesaria la acreditación de los perjuicios 
individuales que se les causó.  
 
ACCIÓN DE GRUPO / OBRAS DE RELLENO SANITARIO / FALTA DE 
DEMOSTRACIÓN DE LA AFECTACIÓN / AUSENCIA DE CARÁCTER 
PROBATORIO DE LAS FOTOGRAFÍAS / REGISTRO DE IMÁGENES / 
AFECTACIONES ANTERIORES A LAS OBRAS / IMPOSIBILIDAD DE 
DEMOSTRAR UN MENOSCABO AL PATRIMONIO DE LOS MIEMBROS DEL 
GRUPO / CARGA PROBATORIA DEL GRUPO - No se limita a demostrar la 
vulneración del derecho colectivo / DEBER DE ACREDITACIÓN DE LOS 
PERJUICIOS INDIVIDUALES ï No puede hacerse en abstracto / INACTIVIDAD 
PROBATORIA DEL GRUPO 
 
Problema Jurídico: [L]e corresponde a la Sala determinar si los integrantes de la parte 
actora se encontraban legitimados en la causa por activa, teniendo en cuenta que, según 
el A-quo, no demostraron la propiedad o su calidad de poseedores sobre los predios que 
presuntamente resultaron afectados con ocasión de las obras tendientes a la construcción 
de un relleno sanitario ubicado en la vereda Cantagallo del municipio de Ciénaga de Oro. 
Si esta colegiatura encuentra que los demandantes están legitimados en la causa por 
activa, deberá acometer el estudio de fondo para determinar si los entes accionados 
causaron a los actores un daño antijurídico en virtud de la construcción de un relleno 
sanitario, y si tal daño debe ser reparado por aquellos. 
 
Tesis: ñ[En lo que tiene que ver con el primero de los da¶os alegados, esto es, la 
destrucción de cultivos en los predios de los actores en virtud de una avalancha generada 
por el descapote del material vegetal, producido por la maquinaria de la obra que afectó el 
flujo ordinario de las aguas de escorrentías, la Sala coincide con el análisis del A-quo, en el 
sentido que tal afectación no está demostrada en el plenario. En efecto, la parte actora 
pretende acreditar este daño aportando un registro fotográfico en copia a color de lo que, 
considera, constituyen las afectaciones a los predios (é) No obstante, teniendo en cuenta 
el precedente unificado de la Sección Tercera de esta Corporación, las fotografías 
aportadas con la demanda no serán valoradas, pues, en principio, carecen de mérito 
probatorio, puesto que sólo dan cuenta del registro de varias imágenes, sobre las cuales 
no es posible determinar su origen, ni el lugar, ni la ®poca en que fueron captadas. (é) En 
cuanto al segundo daño alegado, es decir, la contaminación y destrucción de diez pozos de 
aguas subterráneas, como consecuencia de los lixiviados producidos por la acumulación 
de basuras y la presencia de capas grasosas, la Sala tampoco encuentra demostrada su 
ocurrencia. (é) Como puede apreciarse, sin dificultad, los an§lisis fisicoqu²micos y 
microbiológicos que fueron aportados al proceso, demuestran que desde antes de iniciarse 
las obras del relleno sanitario, las aguas provenientes de los pozos de los demandantes 
[N.M.], [A.M.] y [C.B.], ya incumplían los criterios de calidad para uso doméstico y humano 
en los términos de la normativa referenciada, (é) Algo similar concluy· el informe de 
auditoría de la Contraloría General de la República para la vigencia 2012, en relación con 
el proyecto de construcción de la primera atapa del relleno sanitario del municipio de 
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Ciénaga de Oro, en el que refirió, luego de formular algunas recomendaciones para 
garantizar los derechos de las comunidades aleda¶as al proyecto. (é) En vista de lo 
anterior, esta Sala de Subsección no puede asumir que el grupo demandante sufrió un 
menoscabo en su patrimonio imputable al Estado, ni puede concluir que este tiene el deber 
de repararlo, pues se trata de un daño respecto del cual no se tiene prueba alguna y, por el 
contrario, está fundado en afirmaciones desprovistas de elementos de convicción que así 
lo soporten. En efecto, debe tenerse absoluta claridad de que cuando se pretende la 
indemnizaci·n de esos perjuicios individuales o óintereses privadosô, la carga probatoria del 
grupo demandante no se encuentra limitada a la acreditación de la vulneración del derecho 
colectivo, en este caso el medio ambiente y la salubridad pública, sino que necesariamente 
se extiende a la prueba de esos perjuicios propios y particulares. (é) Adem§s de lo anterior, 
resulta fundamental destacar que la acreditación de los perjuicios individuales, cuya 
indemnización se pretende, debe hacerse de manera particular y concreta, pues tampoco 
tiene cabida su valoraci·n en abstracto. (é) Por consiguiente, lo que se evidencia es una 
inactividad probatoria del apoderado del grupo demandante, sin que pueda el juez alterar 
la carga probatoria en contra de las entidades demandadas, lo que implicaría premiar la 
pasividad del extremo activo del litigioò. 

 
Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
Subsección C, Sentencia del 31 de agosto de 2021, C.P. Jaime Enrique Rodríguez 
Navas, radicación 23-001-23-33-000-2012-00060-01(AG) 

 

http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/23-001-23-33-000-2012-00060-01(AG).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/23-001-23-33-000-2012-00060-01(AG).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/23-001-23-33-000-2012-00060-01(AG).pdf
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1. La expulsión de un congresista de su 
partido por desconocer las normas 
disciplinarias del mismo, no está prevista 
como causal de pérdida de investidura bajo la 
modalidad de conflicto de intereses. 
 
Síntesis del caso: En ejercicio del medio de control de pérdida de investidura en 
contra de los congresistas Armando Alberto Benedetti Villaneda y Roy Leonardo 
Barreras Montealegre, un grupo de ciudadanos solicitó que le fuera impuesta dicha 
sanción por la configuración de un presunto conflicto de intereses de tipo moral. 
 
PÉRDIDA DE INVESTIDURA DE CONGRESISTA ï Naturaleza sancionatoria / 
PÉRDIDA DE INVESTIDURA / VIOLACIÓN AL RÉGIMEN DE INHABILIDADES E 
INCOMPATIBILIDADES / VIOLACIÓN AL RÉGIMEN DE CONFLICTO DE 
INTERESES / CONFLICTO DE INTERESES DE TIPO MORAL ï Constituye una 
causal de pérdida de investidura / PÉRDIDA DE INVESTIDURA / CAUSALES / 
PRINCIPIO DE LEGALIDAD - No es posible extender el alcance de la sanción 
de pérdida de investidura a los asuntos no previstos como causal 
 
Problema jurídico: ¿La expulsión de los senadores Armando Alberto Benedetti Villaneda 
y Roy Leonardo Barreras Montealegre del Partido de la U, por la violación de las normas 
del partido, configura un caso de conflicto de intereses de carácter moral, que deba 
sancionarse con pérdida de investidura? 
 
Tesis: ñLa p®rdida de investidura es un valioso mecanismo de control judicial de origen 
constitucional, que surgió con la finalidad de erradicar las prácticas que resultan contrarias 
al ejercicio de la función pública legislativa y que minan la legitimidad y la confianza en el 
Congreso. Ha sido caracterizado como un juicio o proceso jurisdiccional sancionatorio, que 
hace parte del ius puniendi del Estado, y, además, tiene un claro propósito ético, en tanto 
las causales son un código positivizado de conducta para orientar el ejercicio de la función 
y enaltecer el principio de representación democrática. Se trata, en últimas, de castigar las 
conductas contrarias a la moralidad, la transparencia, la probidad y la imparcialidad. Como 
proceso sancionatorio que es, la pérdida de investidura exige realizar un juicio de 
responsabilidad subjetiva, con observancia plena del debido proceso, para establecer si la 
conducta dolosa o gravemente culposa del acusado merece ser castigada con la pérdida 
de investidura, sanción que implica no solo que el congresista pierda su condición, sino que 
queda inhabilitado permanentemente para ser elegido. (é) [L]a jurisprudencia de esta 
Corporación se ha encargado de delimitar el alcance de la causal de pérdida de investidura, 
por conflicto de intereses, a partir de la interpretación de las normas originales de la Ley 5ª 
de 1992 y del estudio de casos concretos. Así, la Sala Plena identificó las siguientes 
características del conflicto de intereses: a) El artículo 133 de la Constitución prevé que los 
miembros de los cuerpos colegiados de elección directa representan al pueblo y que, por 
ende, deberán actuar consultando la justicia y el bien común. De modo que, si colisionan 
los intereses privados del congresista con el interés público propio del ejercicio de la función 
legislativa, en la decisi·n o en el voto, habr§ un caso de conflicto de intereses. (é) b) El 
conflicto de intereses que originaría un impedimento se puede presentar por razones de 
índole moral o económico, conforme lo establecen los artículos 182 CP; 268, numeral 6, y 
286 de la Ley 5ª de 1992.  El conflicto de intereses de índole económico permite un 
entendimiento más simple, ya que los artículos 287 y 288 de la Ley 5ª prescriben el deber 
del congresista de registrar los intereses privados y la participación accionaria. El conflicto 
de intereses de índole moral, en cambio, no es de fácil configuración, razón por la cual, 
dada su indeterminación, la Sala Plena los ha asociado a la moralidad administrativa, la 
protección a la confianza legítima de los electores y el correcto ejercicio de la función pública 
legislativa. c) El impedimento puede darse por la participación o votación en una decisión o 
asunto que conozca el Congreso de la República: funciones de control político, 
administrativas, judiciales y electorales. d) El congresista está en la obligación de manifestar 
el impedimento cuando advierta la existencia del eventual conflicto de intereses. No es una 
decisión discrecional, sino un deber del congresista, cuando advierta un interés directo, 
particular, actual y real en la decisi·n o asunto sometido al conocimiento del Congreso. (é) 
A juicio de la Sala, la acusación planteada en la solicitud de pérdida de investidura se 
sustenta en el desconocimiento de las normas disciplinarias y del régimen de bancadas por 
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parte de los congresistas Benedetti Villaneda y Barreras Montealegre. Sin embargo, la Sala 
plena concuerda con el a quo en que estas circunstancias no son asimilables a un conflicto 
de intereses de índole moral, sino que pueden generar otro tipo de consecuencias jurídicas 
frente a los acusados, como la expulsión del Partido de la U. La Sala insiste que el 
[accionante] no denuncia un caso en el que los acusados se hubieran abstenido de 
manifestar impedimento en el trámite de un asunto sometido a su consideración, por existir 
un interés actual, directo y cierto, sino que cuestiona las conductas y manifestaciones 
públicas de los congresistas acusados contra las decisiones de bancada. Esa acusación 
desborda la competencia del juez de la pérdida de investidura. A la Sala Plena, que actúa 
como juez de pérdida de investidura de congresistas, no le corresponde hacer ningún juicio 
de reproche, por la violación del régimen de bancadas y por haberse desconocido la 
prohibición de doble militancia, pues la competencia está limitada a examinar si se configuró 
el conflicto de intereses de tipo moral. La interpretación que propone el [accionante] 
implicaría extender el conflicto de intereses a un supuesto no previsto por la causal, en 
detrimento del principio de tipicidad. La expulsión de los senadores acusados del Partido 
de la U, por desconocer normas disciplinarias, no está prevista como causal de pérdida de 
investidura, bajo la modalidad de conflicto de interesesò. 

 
NOTA DE RELATORÍA: Sobre la naturaleza de la acción de pérdida de investidura, ver: Corte 
Constitucional, SU-424 de 2016, M. P. Gloria Stella Ortiz Delgado y Consejo de Estado, Sala Plena 
de lo Contencioso Administrativo, sentencia del 27 de septiembre de 2016, expediente 11001-03-15-
000- 2014-03886-00, C.P. Alberto Yepes Barreiro.  
 
NOTA DE RELATORÍA: Sobre la causal de inhabilidad e incompatibilidad del conflicto de intereses, 
ver: Consejo de Estado. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, sentencia del 1 de noviembre 
de 2016, C.P. María Elizabeth García González. Expediente 2015-01571-00. 

 
Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo; sentencia del 20 
de octubre de 2021; C.P. Julio Roberto Piza Rodríguez, radicación: 11001-03-15-
000-2020-04535-01(PI) 

 

SALAS ESPECIALES DE 
DECISIÓN 

 

1. No puede considerarse que las decisiones 
proferidas en vigencia de un criterio 
jurisprudencial vigente, en lo que atañe a la 
manera de aplicar el IBL en los regímenes 
especiales de transición, fueron proferidas 
con abuso del derecho o con desconocimiento 
del debido proceso, no obstante, el 
desconocimiento de los topes pensionales sí 
genera un beneficio desproporcionado que 
desconoce que los parámetros fijados por el 
constituyente, el legislador y la jurisprudencia 
de las altas cortes. 
 
Síntesis del caso: En ejercicio del recurso extraordinario de revisión, la Unidad 
Administrativa de Gestión Pensional y Parafiscales de la Protección Social, instauró 
demanda contra la sentencia del 5 de junio de 2014, mediante la cual la Subsección 
A de la Sección Segunda del Consejo de Estado confirmó en su integridad el fallo 
de primera instancia de 25 de octubre de 2012, proferido por el Tribunal 

http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-15-000-2020-04535-01(PI).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-15-000-2020-04535-01(PI).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-15-000-2020-04535-01(PI).pdf
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Administrativo del Cesar, en la que se determinó que la pensión del señor Adalberto 
Márquez Fuentes debía ser liquidada conforme lo establece el Decreto 546 de 1971, 
es decir, reconociéndole el 75% de la asignación mensual más elevada en el último 
año de servicios y no sobre el promedio más elevado de los salarios devengados 
por este durante el último año de servicios. 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO ESPECIAL DE REVISIÓN / CARACTERÍSTICAS 
ï Para controvertir providencias judiciales que reconocen la obligación de 
cubrir sumas periódicas de dinero o pensiones de cualquier naturaleza con 
cargo al tesoro público o a fondos de naturaleza pública / RECURSO 
EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN - No constituye una tercera instancia para 
subsanar las falencias de las partes / CAUSAL DE REVISIÓN CONTENIDA EN 
EL LITERAL A) DEL ARTÍCULO 20 DE LA LEY 793 DE 2003 / VIOLACIÓN DEL 
DEBIDO PROCESO - Falta de legitimación en la causa por pasiva / RECURSO 
EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN / CAUSAL DE REVISIÓN CONTENIDA EN EL 
LITERAL B) DEL ARTÍCULO 20 DE LA LEY 793 DE 2003 / DESCONOCIMIENTO 
DEL INGRESO BASE DE LIQUIDACIÓN - No puede considerarse que las 
decisiones proferidas en vigencia de un criterio jurisprudencial vigente fueron 
proferidas con abuso del derecho o con desconocimiento del debido proceso 
/ RECURSO EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN / CAUSAL DE REVISIÓN 
CONTENIDA EN EL LITERAL B) DEL ARTÍCULO 20 DE LA LEY 793 DE 2003 / 
DESCONOCIMIENTO DE LOS TOPES PENSIONALES - Materializan los 
mandatos constitucionales relacionados con la equidad, igualdad, solidaridad 
y universalidad del Sistema de Seguridad Social 
 
Problema jurídico: ¿En el caso bajo estudio se configuran las causales de revisión 
previstas en los literales a) y b) del artículo 20 de la Ley 797 de 2003, esto es, si las sumas 
prestacionales reconocidas en la sentencia objeto del recurso extraordinario de revisión se 
obtuvieron con vulneración del debido proceso y en exceso de lo debido de a acuerdo al 
ordenamiento jurídico? 

 
Tesis: ñComoquiera que en el presente proceso se invocan las causales de revisión 
previstas en la Ley 797 de 2003, es menester indicar que dicha ley previó dos causales 
cualificadas de revisión para controvertir providencias judiciales que reconocen la 
obligación de cubrir sumas periódicas de dinero o pensiones de cualquier naturaleza con 
cargo al tesoro p¼blico o a fondos de naturaleza p¼blica. (é) La Corte Constitucional, en la 
sentencia C-835 de 2003, señaló que la transcrita norma estableció una acción de revisión 
sui generis, cuyo ejercicio tiene las siguientes características: (i) está restringido a una parte 
activa calificada, es decir, son determinadas entidades las llamadas a instaurarla; ii) 
procede únicamente por dos causales específicas que tienen por finalidad la protección y 
recuperación del patrimonio público, y  iii) su objeto es delimitado y el análisis se dirige a 
establecer la legalidad de las sumas periódicas que han sido reconocidas. Esta Sala 
recuerda que en la exposición de motivos del Proyecto de Ley 56 de 2002 ï Senado, que 
dio origen a la promulgación de la Ley 797 de 2003, específicamente en lo referente a la 
enunciación de las causales de procedencia del recurso extraordinario de revisión, se 
destacó que el objeto de la regulación no es otro que afrontar los graves casos de 
corrupción en materia de reconocimiento pensional y evitar la continuidad del pago de 
pensiones que hayan sido reconocidas por montos superiores a aquellos determinados por 
la ley. (é) Conforme con la jurisprudencia de esta corporaci·n, la causal de revisi·n 
contenida en el literal a) del artículo 20 de la Ley 793 de 2003 es procedente cuando la 
sentencia atacada reconoce, reajusta o reliquida -con violación al debido proceso- una 
pensi·n con cargo al tesoro p¼blico o los fondos de naturaleza p¼blica. (é) [L]a Sala no 
observa que los argumentos de la entidad demandante se encuentran dirigidos a evidenciar 
la vulneración directa de alguna de las garantías del debido proceso antes señaladas, sino 
a controvertir la legitimación en la causa la entidad que fungió como demandada dentro del 
proceso ordinario que dio origen a la sentencia objeto de an§lisis. (é) En relaci·n con la 
falta de legitimación alegada en esta oportunidad, es menester resaltar que, durante el 
curso del proceso ordinario, la parte recurrente no alegó dicha inconformidad, no obstante 
de haber contado con la posibilidad de utilizar los mecanismos procesales que la legislación 
procesal instituye cuando se trata de corregir irregularidades asociadas a la planteada por 
la UGPP -carencia de legitimación en la causa- entre los que se destacan: la proposición 
de excepciones previas; el incidente de nulidad o el recurso de reposición en contra del 
auto que admiti· la demanda y orden· la vinculaci·n de la referida entidad al proceso. (é) 
Así las cosas, la Sala recuerda que el recurso extraordinario de revisión no puede ser 
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instituido como una tercera instancia para subsanar las eventuales falencias de las partes 
en el ejercicio de sus derechos, sino para enmendar aquellos vicios que afectan 
sustancialmente el orden legal, de allí que, si los argumentos expuestos en sede de revisión 
nunca fueron objeto de debate dentro del proceso ordinario, estos se tornan improcedentes 
para efectos de infirmar los efectos de una sentencia que está amparada por el principio de 
cosa juzgada. (é) [L]a aplicación del IBL a los regímenes especiales de transición, 
previstos en la Ley 100 de 1993, fue objeto de un largo desarrollo jurisprudencial que, en 
materia de lo contencioso administrativo, solo fue objeto unificación con el fallo de la Sala 
Plena del Consejo de Estado del año 2018, es decir, que resulta totalmente lógico que los 
efectos de dicha sentencia apliquen con efectos hacia el futuro y no de manera retroactiva 
o retrospectiva, porque con ello se protegen principios, derechos y valores constituciones 
como la seguridad jurídica, la igualdad, la buena fe, la confianza legítima, entre otros. Es 
por ello que, en sede del recurso extraordinario de revisión, no puede considerarse que las 
decisiones proferidas en vigencia de un criterio jurisprudencial vigente, en lo que atañe a la 
manera de aplicar el IBL en los regímenes especiales de transición, fueron proferidas con 
abuso del derecho o con desconocimiento del debido proceso, con el único argumento de 
que son contrarias a la interpretación vigente en esta oportunidad. (é) [L]a orden contenida 
en el ordinal cuarto de la providencia de primera instancia, la cual fue confirmada 
íntegramente en la sentencia objeto de estudio, si bien no fue obtenida con abuso del 
derecho o con desconocimiento del debido proceso, sí genera un beneficio 
desproporcionado en cabeza del aquí demandado y desconoce que los topes pensionales 
fijados por el constituyente, el legislador  y la jurisprudencia de las altas cortes propenden 
por la estabilidad del sistema pensional y por garantizar que todos los trabajadores, que 
tienen la expectativa legítima de acceder a una mesada pensional, puedan acceder a la 
misma en condiciones de igualdad y equidad y con la certeza económica de que ello será 
económicamente posible. La Sala no encuentra que la decisión de someter la mesada 
pensional del [beneficiario] a los topes pensionales fijados en el Acto Legislativo 01 de 2005 
desconozca las garantías al debido proceso e igualdad, por cuanto tal pronunciamiento 
materializaría los mandatos constitucionales relacionados con la equidad, igualdad, 
solidaridad y universalidad del Sistema de Seguridad Social que inspiraron la reforma 
constitucional y que son protegidos el ordenamiento jurídico. Pensar lo contrario sería vaciar 
de contenido el Acto Legislativo No. 01 de 2005 y las decisiones de la Corte Constitucional, 
reabriendo innecesariamente la discusión sobre el ajuste de los topes de las pensiones a 
los límites constitucionales razonablesò. 

 
NOTA DE RELATORÍA 1: Sobre las causales del recurso extraordinario de revisión previstas en la 
Ley 797 de 2003, ver: Corte Constitucional, sentencia C-835 de 2003, M.P. Jaime Araujo Rentería. 
 
NOTA DE RELATORÍA 2: Sobre la causal de revisión del literal a) del artículo 20 de la Ley 793 de 
2003, ver: Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sala Veintidós Especial 
de Decisión. Sentencia de 5 de febrero de 2019. Radicación: 11001 03 15 000 2018 01884 00. C.P. 
Alberto Yepes Barreiro. 
 
NOTA DE RELATORÍA 3: Sobre la aplicación del IBL a los regímenes especiales de transición 
previstos en la Ley 100 de 1993, ver: Corte Constitucional, sentencias C-258 de 2013, SU-230 de 
2015, SU-395 de 2017y SU-023 de 2018; y Consejo de Estado, Consejo de Estado, Sección 
Segunda, sentencia del 4 de agosto de 2010, radicación 25000-23-25-000-2006-07509-01 (0112-
2009), M.P. Víctor Hernando Alvarado Ardila; Sección Segunda, sentencia de unificación del 25 de 
febrero de 2016, radicación 25000-23-42-000-2013-01541-01. M.P.: Gerardo Arenas Monsalve. 
Accionante: Rosa Ernestina Agudelo Rincón; Sección Segunda. Sentencia de 9 de febrero de 2017. 
Expediente 25000-23-42-000-2013-01541-01. C.P. César Palomino Cortés y Sala Plena de lo 
Contencioso Administrativo, sentencia de unificación de 28 de agosto de 2018, C.P. César Palomino 
Cortés, número único de radicación 52001 23 33 000 2012 00143 01. 
 
NOTA DE RELATORÍA 4: Sobre los topes pensionales fijados en el Sistema General de Pensiones, 
ver: Corte Constitucional, sentencia C-258 de 2013, M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 

 
Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, Sala Cuarta 
Especial de Decisión; sentencia del 30 de noviembre de 2021; C.P. Roberto Augusto 
Serrato Valdés, radicación: 11001-03-15-000-2017-01538-00(REV) 
 

2. Se configura la causal de revisión del 
numeral quinto del artículo 250 del C.P.A.C.A. 
cuando no se profiere una sentencia razonada 
en la que se indiquen los motivos que llevaron 

http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-15-000-2017-01538-00(REV).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-15-000-2017-01538-00(REV).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-15-000-2017-01538-00(REV).pdf
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a desestimar los argumentos primordiales de 
la demanda. 
 
Síntesis del caso: En ejercicio del recurso extraordinario de revisión, el señor 
Carlos Augusto Caicedo Gardeazabal, instauró demanda contra la sentencia del 16 
de agosto de 2018, mediante la cual la Subsección Primera del Consejo de Estado 
negó las pretensiones de la acción de nulidad presentada en contra de los artículos 
23 y 24 del Decreto 393 de 4 de marzo de 2002 «por el cual se modifican 
parcialmente los Decretos 856 de 1994 y 92 de 1998, por medio de los cuales se 
reglamenta el funcionamiento del registro de proponentes en las Cámaras de 
Comercio y se fijan las relativas a los registros de proponentes y mercantil». 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN / ALCANCE DEL RECURSO 
EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN / CARACTERÍSTICAS DEL RECURSO 
EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN / OBJETO DEL RECURSO 
EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN / CAUSALES DEL RECURSO 
EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN / CAUSALES DEL RECURSO 
EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN / NULIDAD ORIGINADA EN LA SENTENCIA 
QUE PUSO FIN AL PROCESO ï Se configura cuando la sentencia carece de 
una motivación razonada  
 
Problema jurídico: ¿La sentencia de 16 de agosto de 2018, proferida por la Sección 
Primera del Consejo de Estado, incurrió en la causal de revisión señalada en el numeral 5 
del artículo 250 del C.P.A.C.A., esto es, por haberse presentado una nulidad originada en 
la sentencia que puso fin al proceso y contra la que no procede recurso de apelación? 

 
Tesis: ñEl recurso extraordinario de revisión es un medio que permite impugnar una 
providencia judicial ya ejecutoriada, siempre y cuando se configuren, de manera expresa, 
las causales señaladas en el artículo 250 del CPACA (antes artículo 188 del CCA), situación 
que es posible entenderse como una de las excepciones al principio de la cosa juzgada, 
que se aplica exclusivamente a aquellas situaciones «críticas» en las que a pesar de la 
presunción de legalidad que cobija a las sentencias, ellas no pueden subsistir por el grave 
desconocimiento de los principios fundamentales del proceso. No obstante, es 
indispensable delimitar el ámbito del recurso de revisión, pues tal medio de impugnación no 
ha de tomarse como nueva instancia, en la que se pueda intentar una nueva valoración de 
la prueba o provocar una interpretación adicional de las normas aplicables al caso. Por el 
contrario, los errores de apreciación probatoria en que se haya podido incurrir, son ajenos 
al recurso de revisión, pues éste no es una instancia más en la que pueda replantearse el 
litigio que dio lugar a una sentencia. En este sentido, puede concluirse que este recurso no 
constituye un escenario que permita, luego de la existencia de un fallo debidamente 
ejecutoriado, debatir la litis propuesta a lo largo del correspondiente proceso ordinario, en 
tanto que su naturaleza excepcional exige el cumplimiento de unos requisitos o 
presupuestos señalados por la ley, es decir, el acatamiento de lo descrito en el artículo 288 
CPACA, por lo que para que el juez pueda entrar a examinar la controversia materia del 
recurso, es necesario que la causal invocada por el recurrente se encuentre debidamente 
acreditada dentro de las contempladas por el art²culo en menci·n. (é) Sobre esta causal, 
el Consejo de Estado, en sentencia de 3 de febrero de 2015 acogió la tesis del respeto a la 
taxatividad y legalidad de las nulidades, de ahí que las causales de nulidad de la sentencia 
son las previstas en el artículo 140 del Código de Procedimiento Civil, hoy 133 del Código 
General del Proceso, y las que se originan en la sentencia a partir del artículo 29 de la 
Constitución Política. Esta Corporación ha precisado que se configura por situaciones 
originadas, o bien en la misma sentencia recurrida, en hechos que sobrevengan con 
posterioridad a ella y que deben tener una influencia tal que la decisión a adoptar sea 
distinta. (é) En lo que se refiere a la nulidad originada en la sentencia por ausencia de 
motivación, esta Corporación ha diferenciado (i) la falta absoluta de motivación y (ii) la 
deficiente o errada motivación; y ha dicho que es únicamente motivo de revisión la primera 
de ellas, es decir, la carencia total de pronunciamiento del juez sobre las razones de hecho 
o de derecho que le permiten arribar a una decisión. Por esto, se ha precisado que es 
improcedente, con fundamento en dicha causal, alegar situaciones relacionadas con 
deficiencias en la motivación, con la estimación errada de los hechos por parte del juez, con 
las pruebas o las normas jurídicas aplicadas, con la falta de consideración de alguna de las 
pruebas, etc., porque de admitir tales reclamaciones se desconocería, abiertamente, el 
carácter extraordinario del recurso, convirtiéndolo en otra instancia. (é) [P]ese que el 
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demandante indicó los sujetos que debían ser comparados frente al tratamiento establecido 
en el listado de tarifas señaladas en los artículos 23 y 24 del Decreto 393 de 2002, la 
sentencia recurrida no efectuó el correspondiente test que debía realizarse para determinar 
cuándo existe una vulneración del derecho a la igualdad y determinar «si ante situaciones 
iguales se otorga un trato diferente sin justificación alguna; o por el contrario, si a personas 
o circunstancias distintas se les brinda un trato igual pese a que debe prohijarse uno 
diferenciado acorde con el mandato constitucional». Como se indicó en precedencia, el 
mencionado test se encuentra compuesto por tres etapas: (i) La determinación de los 
criterios de comparación, esto es, si se trata de sujetos de la misma naturaleza, (ii) Definir 
si existe un trato desigual entre iguales o igual entre desiguales, (iii) Concluir si la diferencia 
de trato está justificada constitucionalmente. Empero, el razonamiento plasmando en la 
sentencia recurrida solo se refirió a la misma tarifa establecida en los artículos cuestionados 
sobre la cual concluyó que era «proporcional» sin realizar el citado análisis frente a cada 
grupo de comerciantes para poder determinar si se presentó la vulneración del principio de 
igualdad y si el sistema de cobro de tarifas de registro y renovación de la matrícula mercantil 
era regresivo e inequitativo. Aunado a lo anterior, la sentencia recurrida tampoco realizó el 
análisis de los artículos 23 y 24 del Decreto 393 de 2002 frente a la posible vulneración de 
los artículos 333 y 338 de la Constitución Política, tema que es transversal para el caso 
como lo expusieron los salvamentos de voto citados en precedencia. (é) As² pues, por las 
razones que anteceden es evidente que la sentencia recurrida se encuentra incursa en la 
causal 5ª del artículo 250 del CPACA, consistente en «Existir nulidad originada en la 
sentencia que puso fin al proceso y contra la que no procede recurso de apelación», 
atendiendo a que el a quo no emitió una decisión razonada acerca de por qué negó los 
argumentos primordiales de la demanda, consistentes en la presunta vulneración de los 
artículos 13, 333 y 338 constitucionales, por parte de los artículos 23 y 24 del Decreto 393 
de 2002, esto en virtud el sistema para fijar las tarifas de inscripción en la matrícula mercantil 
y su renovación, que en consideración del accionante, conduce a un sistema más gravoso 
para los pequeños comerciantes, en contradicción de los principios de justicia, equidad y 
progresividadò. 

 
Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, Sala Novena 
Especial de Decisión; sentencia del 14 de diciembre de 2021; C.P. Gabriel Valbuena 
Hernández, radicación: 11001-03-15-000-2019-03823-00(REV) 
 
Aclaración de voto de la consejera Marta Nubia Velásquez Rico 
 
ACLARACIÓN DE VOTO / RECURSO EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN / 
CAUSALES DEL RECURSO EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN / NULIDAD 
ORIGINADA EN LA SENTENCIA QUE PUSO FIN AL PROCESO / TAXATIVIDAD 
DE LAS CAUSALES DEL RECURSO EXTRAORDINARIO DE REVISIÓN 
 
Problema jurídico: ¿Es posible declarar fundado el recurso extraordinario de revisión 
por la causal del numeral 5 del artículo 250 del C.P.A.C.A. por la presunta violación del 
artículo 29 de la Constitución Política? 

 
Tesis: ñAunque compart² la sentencia proferida el pasado 14 de diciembre de 2021, en 
cuanto declaró fundado el recurso extraordinario de revisión interpuesto en el asunto de la 
referencia, ello obedeció a la aplicación de la postura -que no comparto pero que desde 
luego respeto y acato- sentada por la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo de la 
Corporación, según la cual, la causal de revisión prevista en el numeral 5 del artículo 250 
del CPACA -Existir nulidad originada en la sentencia que puso fin al proceso y contra la que 
no procede recurso de apelación- también puede configurarse por evidenciarse una 
violación del artículo 29 de la Constitución Política, que en últimas fue lo que en este caso 
encontró configurado la Sala -por considerar que hubo una decisión sin motivación-, dado 
que hubo unos cargos que no se resolvieron en el proceso ordinario. Como lo he señalado, 
en nuestro procedimiento civil no es de recibo la teor²a de las ñnulidades constitucionalesò 
con carácter indeterminado, por considerar que tal teoría genera inseguridad jurídica. Lo 
anterior, por cuanto ello puede repercutir indirectamente en la definición de las nulidades 
procesales que se presentan antes de dictarse sentencia, pues con el entendimiento que le 
ha dado la Sala Plena Contenciosa del Consejo de Estado, puede estimarse que se 
desmonta el régimen taxativo de las nulidades procesales y se abre la puerta para que, por 
vía de principialística constitucional, se derrumbe la estabilidad de los procesos por 
circunstancias que quedar§n al arbitrio de los juzgadoresò. 

 

http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-15-000-2019-03823-00(REV).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-15-000-2019-03823-00(REV).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-15-000-2019-03823-00(REV).pdf
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3. Los beneficios tributarios previstos en la 
Ley 2010 de 2019 son de alcance general, por 
lo que no resulta válido afirmar que, con su 
aplicación, los congresistas, sus familiares 
cercanos y sus socios obtendrían un 
beneficio, privilegio o ganancia en su favor de 
las que no gozarían los demás ciudadanos que 
cumplan los requisitos previstos en la citada 
disposición. 
 
Síntesis del caso: En ejercicio del medio de control de pérdida de investidura en 
contra del congresista Gustavo Bolívar Moreno, un ciudadano solicitó que le fuera 
impuesta dicha sanción por la presunta violación al régimen de conflicto de 
intereses. 
 
MEDIO DE CONTROL DE PÉRDIDA DE INVESTIDURA / CARACTERÍSTICAS 
DEL PROCESO DE PÉRDIDA DE INVESTIDURA / FINALIDAD DE LA PÉRDIDA 
DE INVESTIDURA / EFECTOS DEL MEDIO DE CONTROL DE PÉRDIDA DE 
INVESTIDURA / CAUSALES DE PÉRDIDA DE INVESTIDURA DEL 
CONGRESISTA / CONFLICTO DE INTERESES DEL CONGRESISTA ï El 
beneficio predicado como causal de conflicto de intereses del congresista 
debe ser particular, directo y actual 
 
Problema jurídico: ¿El senador Gustavo Bolívar Moreno incurri·ͥ o no en la causal de 
pérdida de investidura prevista en el artículo 183.1 de la Constitución Política de Colombia, 
por «violación al régimen de conflicto de intereses» al haber participado en el trámite del 
proyecto de Ley 278/19 Cámara ï 227/19 Senado, en el que se discutió un mecanismo para 
facilitar la terminación por mutuo acuerdo de los procesos administrativos tributarios, 
aduaneros y cambiarios adelantados ante la DIAN? 

 
Tesis: ñLa p®rdida de investidura, es un instituto jur²dico de raigambre constitucional, que 
tiene como propósito asegurar la participación ciudadana en el ejercicio del control político 
de los congresistas, para hacer prevalecer el interés general, los principios de 
representatividad, moralidad e imparcialidad y velar por la credibilidad de las instituciones 
democráticas. (é) Las disposiciones que regulan la materia, instituyeron la acci·n de 
pérdida de investidura como una acción jurisdiccional pública y autónoma de carácter 
especial, a través de la cual se puede despojar de su investidura a los miembros del 
Congreso de la República que han incurrido en la violación del código de conducta de los 
congresistas y más concretamente del régimen de inhabilidades, incompatibilidades y 
conflicto de intereses. Según la jurisprudencia de la Corte Constitucional y del Consejo de 
Estado, el ejercicio de dicha acción comporta un juicio de carácter jurídico, subjetivo, 
sancionatorio, ético y político, basado en las causales previstas en los artículos 110, 122 
inciso final y 183 de la Constitución, los cuales se encuentran desarrollados por las 
disposiciones de la Leyes 5Û de 1992, 1881 de 2018 y 2003 de 2019. (é) [E]s necesario 
poner de relieve que, según las voces del inciso primero del artículo 1° de la Ley 1881 de 
2018, que ñEl proceso sancionatorio de p®rdida de investidura es un juicio de 
responsabilidad subjetivaò y que la acci·n ñse ejercer§ en contra de los congresistas que, 
con su conducta dolosa o culposa, hubieren incurrido en una de las causales de pérdida de 
investidura establecidas en la Constituci·nò. (é) La causal de p®rdida de investidura 
invocada en este caso, tal como quedó dicho al exponer los antecedentes del proceso, es 
la prevista en el art²culo 183.1 de la Constituci·n Pol²tica (é). El Art²culo 1Ü de la Ley 2003 
del 19 de noviembre de 2019, ñPor la cual se modifica parcialmente la Ley 5ª de 1992 y se 
dictan otras disposicionesò, al modificar el art²culo 286 de la Ley 5Û de 1992, defini· el 
conflicto de intereses como ñéuna situaci·n donde la discusi·n o votaci·n de un proyecto 
de ley o acto legislativo o artículo, pueda resultar en un beneficio particular, actual y directo 
a favor del congresista.ò A partir de lo previsto en esa misma disposici·n, el conflicto de 
intereses se configura cuando concurren los siguientes elementos: a) Que el congresista 
tenga un interés particular en la deliberación o decisión de un asunto específico a cargo del 
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Congreso. (é) b) Que el congresista participe efectivamente en la deliberaci·n o decisi·n 
de ese asunto especial a cargo del Congreso. (é) c) Que el inter®s del congresista sea 
directo, es decir, que su participación en el tramite le reporte beneficios o provechos en 
forma personal o respecto de su cónyuge, compañero o compañera permanente o parientes 
dentro del segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil. d) Que 
el interés sea actual, dicho en otras palabras, que no se trate de un interés eventual, 
estoc§stico o hipot®tico (é). e) Que el beneficio recibido no sea general sino de car§cter 
particular. (é) A juicio de la Sala, no est§ demostrado en el plenario que el senador Bolívar 
Moreno al participar en el trámite de discusión y votación de la Ley 2010 de 2019 tuviese el 
propósito de reportar algún provecho personal y menos aún que ese supuesto beneficio 
fuese particular, directo y actual que se predique en forma específica respecto del 
congresista, de su cónyuge, compañero o compañera permanente, o parientes dentro del 
segundo grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, o de sus socios, 
como lo exige el artículo 1º de la Ley 2003 de 2019, pues no se acreditó la existencia previa 
de procesos administrativos, en materias tributaria, aduanera y cambiaria, en los cuales él 
o las personas de su entorno estuviesen involucrados y respecto de los cuales él tuviese el 
interés personal de darlos por terminados de mutuo acuerdo. El contenido mismo del 
artículo 119 de la Ley 2010 de 2019, lleva a la Sala a señalar que, dada la amplitud de los 
términos en que aparece redactado, los beneficios tributarios allí previstos son de alcance 
general, pues tienen como destinatarios a sectores amplios de la población, sin que sea 
válido afirmar que, con su aplicación, los congresistas, sus familiares cercanos y sus socios 
obtendrían un beneficio, privilegio o ganancia en su favor, de las que no gozarían los demás 
ciudadanos que cumplan los requisitos previstos en la citada disposición. Bajo tales 
circunstancias, no es dable señalar que la ley haya consagrado beneficios particulares para 
el senador Bol²var. (é) Por otra parte, no puede soslayarse que durante el tr§mite del 
proyecto de Ley, el congresista manifestó estar impedido para participar en la deliberación 
y votación por las razones mencionadas en esta providencia, impedimentos que fueron 
improbados por la Comisión Tercera y la Plenaria del Senado. Sobre este punto, es 
importante destacar que la omisión de declarar un impedimento no constituye causal de 
pérdida de investidura, porque el artículo 181 de la Constitución Política no sanciona la 
omisión de ese deber, sino la participación en una decisión en la cual se configure un 
genuino conflicto de intereses. (é) En este punto es indispensable dejar en claro que al 
negarse los impedimentos, el senador Bolívar Moreno no podía sustraerse de la obligación 
de participar en el trámite del proyecto de ley, pues de conformidad con lo dispuesto en el 
inciso segundo del art²culo 263 de la Ley 5Û de 1992, los congresistas òSon responsables 
políticamente ante la sociedad y frente a sus electores del cumplimiento de las obligaciones 
propias de su investiduraò, dentro de las cuales se destaca el deber de participar en la 
formación de las leyes, que es inherente a su función parlamentaria. Tanto es así, que el 
mismo artículo 183.2 de nuestra Carta Política sanciona con pérdida de investidura a los 
congresistas que dejen de asistir, en una misma legislatura, a seis (6) sesiones plenarias 
en las cuales se voten proyectos de ley, de acto legislativo o mociones de censura.ò. 

 
NOTA DE RELATORÍA: Sobre el conflicto de intereses como causal de pérdida de investidura de 
los congresistas, ver: Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, Sala Novena 
Especial de Decisión, sentencia del 25 de septiembre de 2019, Exp. número 11001-03-15-000-2019-
02135-00(PI), C.P. Gabriel Valbuena Hernández. 

 

Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, Sala Novena 
Especial de Decisión; sentencia del 14 de diciembre de 2021; C.P. Gabriel Valbuena 
Hernández, radicación: 11001-03-15-000-2021-05764-00(PI) 
  

http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-15-000-2021-05764-00(PI).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-15-000-2021-05764-00(PI).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-15-000-2021-05764-00(PI).pdf
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1. Cuando de forma previa a expedir el acto 
administrativo no se cumple con el deber de 
comunicar al interesado el inicio y el objeto de 
la actuación administrativa, se desconoce el 
debido proceso y el acto se estima expedido 
de forma irregular. 
 
Síntesis del caso: ISAGEN S.A. ESP, en ejercicio del medio de control de nulidad 
y restablecimiento del derecho, presentó demanda para obtener la nulidad de los 
actos expedidos por el Ministerio de Minas y Energ²a mediante los cuales ñ[é] se 
declara una deuda a favor de la Nación - Ministerio de Minas y Energía y se 
constituye un título ejecutivo [é]ò, por ser violatorios de los art²culos 6Ü, 29 y 209 de 
la Constitución Política; 3º, 28, 34, 35 y 68 del Código Contencioso Administrativo; 
112 de la Ley 6ª de 1992; así como de los Decretos 2174 de 1992 y 070 de 2001. 
 
ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA / NOTIFICACIÓN DE LA ACTUACIÓN 
ADMINISTRATIVA / NOTIFICACIÓN DEL TÍTULO EJECUTIVO / NOTIFICACIÓN 
A TERCEROS / INTERVENCIÓN DE TERCEROS EN EL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO / PRUEBAS EN EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO / 
OMISIÓN DE LA NOTIFICACIÓN / DERECHO AL DEBIDO PROCESO / 
GARANTÍAS DEL DERECHO AL DEBIDO PROCESO / PRINCIPIO DE 
PUBLICIDAD DE LA ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA / PRINCIPIO DE 
CONTRADICCIÓN / EXPEDICIÓN IRREGULAR DEL ACTO ADMINISTRATIVO 
 
Problema jurídico: ñ[D]eterminar si la falta de comunicaci·n sobre la existencia de la 
actuación administrativa que adelanta el Ministerio y mediante la cual expide de oficio un 
acto que declara una deuda a favor de la Nación y se constituye un título ejecutivo, que es 
recurrido por el afectado, viola el derecho de audiencia y de defensa del mismo. Resuelto 
el anterior problema, la Sala deberá pronunciarse sobre si el acto acusado incurre en causal 
de nulidadò 

 
Tesis: ñEn el presente caso, para la expedición del título ejecutivo contenido en el acto 
administrativo acusado, el Ministerio de Minas y Energía invocó como normas habilitantes 
la Ley 6ª de 1992, el Decreto 2174 de 1992 y el Decreto 070 de 2001, normas todas que se 
refieren a la posibilidad de que tal autoridad ejerza la jurisdicción coactiva para hacer 
efectivos los créditos exigibles a su favor. Sin embargo, debe recordarse que esta es una 
facultad reglada, que se refiere únicamente a la posibilidad de recaudar las sumas 
correspondientes a créditos previamente exigibles, y que en todo caso es una función 
distinta, además de cronológicamente posterior, a la de determinar y crear nuevas 
obligaciones a cargo de terceros, con la referida calidad de exigibles. En esta medida, es 
claro que, contrario a lo pretendido, los actos acusados no son producto de la facultad de 
cobro coactivo de que goza el Ministerio de Minas y Energía, y por ello, no se rigen por las 
reglas propias de aquélla. Ahora bien, esta última posibilidad, la de establecer nuevos 
créditos, mediante la creación de títulos ejecutivos, susceptibles de ser cobrados por 
jurisdicción coactiva, es una función que ciertamente puede estar atribuida a las autoridades 
en casos específicos, pero, como bien se observa de la lectura del numeral 1º del artículo 
68 del C·digo Contencioso Administrativo arriba citado, ello solo resulta viable ñen los casos 
previstos en la leyò. En el presente caso, resalta la Sala, las normas citadas como 
fundamento por el acto acusado habilitan a la autoridad para el cobro de créditos 
previamente exigibles, más no para determinar nuevas obligaciones con tal virtualidad, bajo 
la figura de los títulos ejecutivos. De otro lado, la parte accionada tampoco ha precisado 
cuál norma la habilitaría para generar nuevos títulos ejecutivos, como en este caso lo hizo. 
Así las cosas, es claro que, en caso de que una autoridad se disponga a crear una nueva 
obligación que conste en un título ejecutivo a cargo de un particular, que posteriormente 
buscará cobrar por vía de jurisdicción coactiva, en vista de la gran trascendencia de tal 
diligencia, debe sin duda dar aviso de su inicio a la persona que con ello resultaría obligada, 
a efectos de que ésta pueda ejercer su derecho a la defensa y contradicción durante la 
respectiva actuación. 5.3.4. Ahora bien, al examinar los antecedentes administrativos de 
los actos acusados, para la Sala está acreditado que la parte accionada no comunicó el 
inicio de oficio de la actuación administrativa demandada, incumpliendo el deber de 

http://190.217.24.78:8888/tematres3/vocab/index.php?tema=23034&/actuacion-administrativa
http://190.217.24.78:8888/tematres3/vocab/index.php?tema=45231&/notificacion-de-la-actuacion-administrativa
http://190.217.24.78:8888/tematres3/vocab/index.php?tema=45231&/notificacion-de-la-actuacion-administrativa
http://190.217.24.78:8888/tematres3/vocab/index.php?tema=26157&/notificacion-del-titulo-ejecutivo
http://190.217.24.78:8888/tematres3/vocab/index.php?tema=20148&/intervencion-de-terceros-en-el-procedimiento-administrativo
http://190.217.24.78:8888/tematres3/vocab/index.php?tema=20148&/intervencion-de-terceros-en-el-procedimiento-administrativo
http://190.217.24.78:8888/tematres3/vocab/index.php?tema=17481&/omision-de-la-notificacion
http://190.217.24.78:8888/tematres3/vocab/index.php?tema=378&/derecho-al-debido-proceso
http://190.217.24.78:8888/tematres3/vocab/index.php?tema=2801&/garantias-del-derecho-al-debido-proceso
http://190.217.24.78:8888/tematres3/vocab/index.php?tema=75588&/principio-de-publicidad-de-la-actuacion-administrativa
http://190.217.24.78:8888/tematres3/vocab/index.php?tema=75588&/principio-de-publicidad-de-la-actuacion-administrativa
http://190.217.24.78:8888/tematres3/vocab/index.php?tema=4776&/principio-de-contradiccion
http://190.217.24.78:8888/tematres3/vocab/index.php?tema=4776&/principio-de-contradiccion
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comunicar la existencia del tr§mite y su objeto. [é] De la disposici·n en cita [art²culo 28 del 
C.C.A.], la Sala advierte que, cuando la administración inicie actuaciones de oficio y de ellas 
se desprenda una posible afectación a un particular, como en efecto ocurría en este caso, 
es obligatorio comunicar a los eventuales afectados de la existencia o inicio del respectivo 
trámite, así como el objeto del mismo. Adicionalmente, el precepto también indica que, en 
ese tipo de procedimiento, se aplicará lo dispuesto en los artículos 14, 34 y 35 del mismo 
c·digo [é] La Sala observa que el art²culo 28 del C.C.A. debe aplicarse en armon²a con los 
artículos 14, 34 y 35, a partir de los cuales se colige que la vinculación de los posibles 
afectados al trámite administrativo tiene el propósito de darles la oportunidad a los 
administrados de pronunciarse y solicitar pruebas, en otras palabras, de materializar su 
derecho de defensa y contradicción, así como el derecho al debido proceso. Lo anterior, 
indefectiblemente, va ligado a los principios de publicidad y contradicción del artículo 3.º del 
C.C.A. [é] En ese orden, la Sala reitera que, para la administraci·n, resulta ineludible el 
cumplimiento del deber contenido en el artículo 28 del C.C.A., de comunicar a los 
eventuales afectados del inicio de oficio de la actuación administrativa y su objeto, para que 
puedan ejercer su defensa y contradicción y, con ello, se respete su derecho al debido 
proceso. De otra parte, la omisión de esta necesaria diligencia implica que el acto 
administrativo que a continuación se emita habría sido expedido en forma irregular, y con 
desconocimiento del derecho de audiencia y de defensa, lo que acarrea su nulidad, en los 
t®rminos del art²culo 84 del C·digo Contencioso Administrativo.ò 
 

Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera; 
sentencia de 15 de diciembre de 2021; C.P. Oswaldo Giraldo López, radicación: 
25000-23-24-000-2006-00988-02. 
 

2.Se declara la nulidad del Decreto 3066 de 
2007 porque al expedirlo el Gobierno Nacional 
excedió su potestad reglamentaria, al 
establecer unas medidas transitorias con base 
en el artículo 24 de la Ley 1152 de 2007, sin que 
existiera en esta disposición el contenido 
normativo que le permitiera reglamentarlas y 
modificar la ley reglamentada. 
 

Síntesis del caso: Se presentaron demandas para obtener la nulidad del Decreto 
3066 del 15 de agosto de 2007 proferido por el Gobierno Nacional, ñPor el cual se 
profieren disposiciones necesarias para la transición institucional originada por la 
nueva estructura legal bajo la cual funcionará el Sector Agrícola, Pecuario, Forestal 
y Pesquero en los términos de la Ley 1152 de 2007, Estatuto de Desarrollo Ruralò, 
con fundamento en que el Gobierno Nacional, sin ninguna atribución constitucional 
y legal, creó un régimen de transición para el Instituto Colombiano de Desarrollo 
Rural INCODER, que no previó la Ley 1152 de 2007. 
 
AUTORIDADES NACIONALES - Reglamentos / DEMANDA DE NULIDAD ï 
Respecto del decreto por medio del cual se profieren disposiciones 
necesarias para la transición institucional originada por la nueva estructura 
legal bajo la cual funcionará el Sector Agrícola Pecuario, Forestal y pesquero 
en los términos de la Ley 1152 de 2007, Estatuto de Desarrollo Rural / 
DELIMITACIÓN POR EL LEGISLADOR DEL EJERCICIO DE LA POTESTAD 
REGLAMENTARIA ï Reglamentar la estructura interna del INCODER, sus 
órganos directivos, composición y funciones / HABILITACIÓN DEL 
LEGISLADOR AL GOBIERNO NACIONAL ï No lo fue para expedir medidas 
normativas transitorias / DECRETO CON DISPOSICIONES DE TRANSICIÓN ï 
Desconoce la ley de facultades / REGLAMENTACIÓN DEL GOBIERNO 
NACIONAL ï Le dio el sentido, alcance y contenido de una norma de 
transición al artículo 24 de la Ley 1152 de 2007 que no tiene / POTESTAD 

http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/6_250002324000200600988021sentencia20220117111611.pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/6_250002324000200600988021sentencia20220117111611.pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/6_250002324000200600988021sentencia20220117111611.pdf
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REGLAMENTARIA DEL GOBIERNO NACIONAL - Desbordamiento / 
ADOPCIÓN DE MEDIDAS TRANSITORIAS ï Es competencia del legislador 
 
Problema jurídico: ñ[D]eterminar si con la expedici·n del Decreto 3066 de 2007, el 
Gobierno Nacional excedió o no la potestad reglamentaria al vulnerar la norma 
reglamentada, en particular el artículo 24 de la Ley 1152 de 2007, al establecer unas 
medidas transitorias con fundamento en el artículo ibidem. En este orden de ideas, la Sala 
determinará si hay lugar a declarar o no la nulidad del acto administrativo acusado expedido 
por la parte demandada.ò 

 
Tesis: ñEl Decreto 3066 de 2007 se expidi· en uso de las facultades conferidas por el 
numeral 11 del artículo 189 de la Constitución, en concordancia con el artículo 209 ibidem, 
y por el artículo 24 transcrito previamente y que delimita el ámbito para el ejercicio de la 
potestad reglamentaria, y desde su epígrafe que se¶ala ñ[é] por el cual se profieren 
disposiciones necesarias para la transición institucional originada por la nueva estructura 
legal bajo la cual funcionará el Sector Agrícola, Pecuario, Forestal y Pesquero en los 
términos de la Ley 1152 de 2007, Estatuto de Desarrollo Rural. [é]ò, se evidencia que este 
acto administrativo contiene disposiciones de transición, sin contar con la base normativa 
requerida, por cuanto, como se expuso, únicamente se habilitó al Gobierno Nacional para 
reglamentar la estructura del INCODER, y no para expedir medidas normativas transitorias. 
En línea con lo anterior, la Sala observa que en uno de los considerandos del Decreto 
acusado, se ratifica su car§cter de medida transitoria, cuando determina que ñ[é] con el 
objeto de garantizar el cabal cumplimiento de las nuevas competencias asignadas a otras 
entidades estatales a través de la Ley 1152 de 2007, se hace necesario adoptar una medida 
transitoria que les permita, en coordinación con el Incoder, la implementación de los 
procedimientos administrativos, de recurso humano, financieros y logísticos necesarios 
para la asunción plena de las mismas, precaviendo y evitando con ello traumatismos que 
afecten o imposibiliten el desempeño de la función pública en relación con las actividades 
previstas en la ley y previniendo de esta manera la interrupci·n del servicio. [é]ò. Medidas, 
régimen o disposiciones transitorias, que no contaban con el requerimiento fundamental de 
la potestad reglamentaria: desarrollo legal previo al ejercicio de la función reglamentaria. El 
Gobierno Nacional le dio al artículo 24 de la Ley 1152, el sentido, alcance y contenido de 
una norma de transición, el cual no tiene, modificando la ley supra, cuya competencia es 
privativa del legislador, y de esta manera, desbordando el ejercicio de sus funciones con la 
expedición del Decreto acusado. En efecto, al analizar el alcance de los artículos de la 
norma demandada, todos se dirigen a regular unas medidas transitorias institucionales, con 
base en un artículo que únicamente permite al Gobierno Nacional reglamentar la estructura 
interna del INCODER. [é] La Sala advierte que la expedici·n de las disposiciones 
transitorias es competencia del legislador, y si no se incluyen en la ley, no puede el Gobierno 
Nacional en ejercicio de la potestad reglamentaria, darle un sentido o alcance de régimen, 
proceso o medida transitoria a una norma que no lo tiene, modificando la ley, y con esto, 
traspasando los límites de sus facultades y entrando en el entorno de las competencias del 
Congreso de la República. Tampoco puede el Gobierno Nacional vulnerar la potestad 
reglamentaria y extralimitarse en el ejercicio de sus funciones, argumentando que, si no se 
expedía esta medida transitoria, sin contar con habilitación legal y violando la ley 
reglamentada, se generaría un caos administrativo, traumatismos en la gestión pública y la 
interrupci·n del servicio. [é] En ese orden de ideas, el Gobierno Nacional (Presidente de 
la República y Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural) al expedir el Decreto 3066 de 2007 
excedió su potestad reglamentaria, al establecer unas medidas transitorias con base en el 
artículo 24 de la Ley 1152, sin que existiera en esta disposición el contenido normativo que 
le permitiera reglamentarlas y modificar la ley reglamentada en cuanto a la fecha a partir de 
la cual entraba a regir y las funciones y competencias asignadas a unas entidades públicas 
seg¼n lo dispuesto en la ley supra.ò 
 

Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, 

sentencia de 2 de diciembre de 2021; C.P. Hernando Sánchez Sánchez, radicación: 

11001-03-24-000-2007-00356-00 (Acumulado 11001-03-24-000-2007-00357-00). 

 

http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-24-000-2007-00356-00.pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-24-000-2007-00356-00.pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-24-000-2007-00356-00.pdf
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1. La firma del representante de la entidad 
beneficiaria no es un requisito de validez del 
acto de convocatoria a concurso de méritos. 
 
Síntesis del caso: La Comisión Nacional del Servicio Civil demandó la expresión 
«y por el jefe de la entidad pública respectiva», contenida en el artículo 3 del Decreto 
051 de 2018 por considerar que, al disponer que la convocatoria al concurso debe 
suscribirse tanto por la CNSC como por el jefe de la entidad correspondiente, 
desconoció la competencia que la Constitución Política le asignó a aquella de 
manera privativa, exclusiva y excluyente para adelantar los concursos de mérito 
destinados a la provisión de los empleos públicos de carrera. El Consejo de Estado 
declaró que la expresión acusada se ajusta al ordenamiento jurídico, siempre que 
en su interpretación y aplicación se atienda lo dispuesto por la Corte Constitucional 
en la Sentencia C-183 de 2019. 
 
EJERCICIO DE LA POTESTAD REGLAMENTARIA / FIRMA DE LA 
CONVOCATORIA A CONCURSO DE MÉRITOS / COMPETENCIAS DE LA 
COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL 
 
Problema jurídico: «¿El Gobierno Nacional, a través de las entidades demandadas, 
incurrió en las causales de falta de competencia por exceso en el ejercicio de la potestad 
reglamentaria e infracción de las normas superiores en que debía fundarse el acto por, 
presuntamente, haber desconocido, a través del artículo 3 (parcial) del Decreto 051 de 
2018, la atribución que le asiste a la CNSC para elaborar la convocatoria?» 
 
Tesis : ñ[é] [L]a naturaleza reglamentaria que le asiste al Decreto 051 de 2018 y el hecho 
de que la expresión acusada constituya un desarrollo de la Ley 909 de 2004, permiten 
sostener que esta última es el primer referente para juzgar si se presentó un exceso en el 
ejercicio de la potestad reglamentaria, sin desconocer, por supuesto, que la disposición 
tambi®n debe ajustar su contenido a la norma constitucional [é] materialmente, el texto de 
la ley y de la norma reglamentaria es coincidente, lo que implica concluir que las 
demandadas no excedieron el ejercicio de la facultad que les asiste para reglamentar las 
materias que son de su competencia pero, además, que para que el contenido del acto 
acusado se ajuste a las normas superiores en que debe fundarse resulta necesario que en 
su interpretación y aplicación se atienda lo dispuesto por la Corte Constitucional en la 
Sentencia C-183 de 2019. En ese sentido, es plausible afirmar que, como sucede con el 
numeral 1 del artículo 31 de la Ley 909 de 2004, la lectura del artículo 3 del Decreto 051 de 
2018, en cuanto se refiere a la firma de la convocatoria, debe efectuarse con apoyo en las 
siguientes premisas: La competencia de la CNSC como autor de la convocatoria es 
exclusiva y excluyente, de manera que al jefe de la entidad no le es dado elaborarla, 
modificarla u obstaculizarla en modo alguno. No obstante, la realización del concurso 
público de méritos no puede ser resultado de una decisión unilateral de la CNSC, de manera 
que, antes de expedir el acto que incorpore las reglas del proceso de selección, se tiene 
que haber presentado una planeaci·n conjunta [é] En tales condiciones, aunque es factible 
que, como una manifestación del principio de coordinación, el jefe de la entidad en la que 
han de proveerse los empleos suscriba el acto de convocatoria, este no es un requisito 
indispensable para su legalidad. Por consiguiente, la Sala considera que la expresión «y 
por el jefe de la entidad pública respectiva», contenida en el artículo 3 del Decreto 051 de 
2018, se ajusta al ordenamiento jurídico superior siempre y cuando, en su interpretación y 
aplicación, se sigan los derroteros fijados por la Corte Constitucional en la Sentencia C-183 
de 2019, entendiendo así que: ñ[é] (i) el jefe de la entidad u organismo puede suscribir el 
acto de convocatoria, como manifestación del principio de colaboración armónica, y (ii) en 
todo caso la Comisión Nacional de Servicio Civil no puede disponer la realización de un 
concurso sin que previamente se hayan cumplido en la entidad destinataria los 
presupuestos de planeaci·n y presupuestales previstos en la ley [é]ò. 

 
Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 
Subsección A, sentencia de 18 de noviembre de 2021, C.P. William Hernández 
Gómez, radicación: 11001-03-25-000-2019-00039-00 (0102-19) 
 

http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-25-000-2019-00039-00(0102-19).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-25-000-2019-00039-00(0102-19).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/11001-03-25-000-2019-00039-00(0102-19).pdf
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2.La Corte Suprema de Justicia desconoció los 
principios de objetividad, imparcialidad, mérito 
y los derechos adquiridos, por no nombrar y 
confirmar en propiedad como magistrado del 
Tribunal del Distrito Judicial de Pereira al 
primero en la lista de elegibles, y designar 
concursantes que ocuparon un puesto inferior. 
 
Síntesis del caso: El Consejo Superior de la Judicatura mediante el Acuerdo 117 
del 05 de agosto de 1997, convocó a concurso público de méritos con el objeto de 
conformar el Registro Nacional de Elegibles para la elaboración de las listas de 
candidatos para proveer los cargos de Magistrado de Tribunal Administrativo y 
Superior de Distrito Judicial, en el cual participó el demandante. Mediante el 
Acuerdo 2164 del 30 octubre de 2003, la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura envió a la Corte Suprema de Justicia la lista de candidatos elegibles 
con el fin de proveer la vacante para el cargo de Magistrado de la Sala Civil Familia 
del Tribunal Superior de Pereira, lista en la que ocupó el primer puesto el hoy 
demandante. Sin embargo, fueron designados en propiedad participantes que 
habían obtenido un puntaje inferior. El 15 de abril de 2005, el demandante fue 
nombrado Magistrado de la Sala Superior del Distrito Judicial de Cali. 
 
CONCURSO DE MÉRITOS EN LA RAMA JUDCIAL / LISTA DE ELEGIBLES ï 
Finalidad / NOMBRAMIENTO DEL PRIMERO EN LISTA DE ELEGIBLES ï 
Obligatoriedad / NOMBRAMIENTO DE MAGISTRADO DE TRIBUNAL 
SUPERIOR QUE NO OCUPA EL PRIMER PUESTO EN LISTA DE ELEGIBLES / 
PRINCIPIOS DE OBJETIVIDAD, IMPARCIALIDAD Y MÉRITO / DERECHO 
ADQUIRIDO 
 
Problema jurídico: ¿Si la Corte Suprema de Justicia al expedir las Actas 35 de 4 de 
diciembre de 2003 y 22 de enero de 2004, por medio de las cuales dejó de nombrar y 
confirmar como Magistrado en propiedad del Tribunal Superior del Distrito Judicial de 
Pereira al concursante que ocupó el primer puesto de la lista, desconoció los principios de 
objetividad, imparcialidad y mérito, por cuanto fueron designados concursantes que habían 
ocupado un puesto inferior? 

 
 Tesis: ñ Las listas o registros definitivos de elegibles son actos administrativos de carácter 
particular que tienen por finalidad establecer la forma de provisión de los cargos objeto de 
concurso, con un carácter obligatorio para la administración. Es decir, se trata del acto 
administrativo que enumera las personas que aprobaron el concurso con el mayor puntaje 
de acuerdo con sus comprobados méritos y capacidades, las cuales deben ser nombradas 
en los cargos de carrera ofertados en estricto orden num®rico. (é) A trav®s de su 
conformación, la entidad con fundamento en los resultados de las distintas fases de 
selección organiza en estricto orden de mérito el nombre de las personas que deben ser 
designadas en las plazas ofertadas en la convocatoria, observando para ello, las precisas 
reglas fijadas en ésta. Entonces, la lista de elegibles organiza la información de los 
resultados del concurso, indica quiénes están llamados a ser nombrados, de acuerdo con 
el número de plazas a ocupar, así como el orden de elegibilidad en que han quedado los 
participantes seg¼n su puntaje. (é) La carrera judicial es un mecanismo o instrumento 
objetivo, eficaz, racional, eficiente y en modernización constante, para el acceso a los 
cargos públicos, en virtud del cual, las condiciones de ingreso, ascenso, permanencia y 
retiro, responden al principio del mérito, es decir, a la comprobación de las cualidades, 
talentos y capacidades de quienes pretendan ser servidores públicos, conforme a criterios 
objetivos previamente reglados, y no a razones puramente subjetivas, discrecionales, 
irracionales o arbitrarias para descalificar al funcionario. (é) Esto significa entonces, que el 
principio del «mérito» constituye el criterio o factor definitorio e imperante, el presupuesto 
ineludible, la condición esencial y estándar principal, para el acceso, permanencia, ascenso 
y retiro del empleo p¼blico. (é) Resultó desacertado el hecho de que en el sub-lite la Corte 
Suprema de Justicia hubiese elegido a personas que habían ocupado puestos inferiores en 
la lista de elegibles, pues con ello, se desconoció no solo el principio del mérito, el cual 
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busca garantizar la excelencia y el funcionamiento óptimo en la administración pública, para 
el logro de los fines esenciales y objetivos del Estado Constitucional de Derecho, como es 
el servicio a la comunidad, la satisfacción del interés general y la efectividad de los 
principios, valores, derechos y deberes consagrados en la Constitución; sino que también, 
un derecho adquirido, dado que quienes se encuentran en la citada lista y quien ocupe el 
primer lugar tiene un derecho adquirido, pues superó todas las etapas del concurso público 
de m®ritos. (é) Bajo ese contexto, no existe razón para que no sea nombrada la persona 
que además de superar el concurso de méritos del empleo que se ofertó, ocupó el primer 
puesto de la lista de elegibles; dicho de otra manera, no se justifica que quien superó todas 
las etapas del trámite no sea nombrado en aquella oportunidad, en la medida que si ocupó 
el primer lugar «tiene, en tal virtud y por mandato constitucional, no una mera expectativa 
sino un verdadero derecho adquirido a ser nombrado en el cargo correspondiente.[é]ò 
 

Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 
sentencia de 9 de septiembre  de 2021, C.P.Sandra Lisset Ibarra Vélez, radicación: 
76001-23-31-000-2004-03075-01(0544-19) 
. 

3. La nulidad de la declaración de la vacancia 
por abandono del cargo por vulnerar el debido 
proceso no conlleva el restablecimiento 
automático del derecho, reintegro al cargo y 
pago de prestaciones sociales, cuando el 
servidor ha hecho dejación de funciones por el 
término 10 años, sin preocuparse de 
regularizar su situación laboral.  
 
Síntesis del caso: Un servidor público de la Universidad del Atlántico, se benefició 
junto con su grupo familiar, con el Programa de Protección del Ministerio del Interior 
con aprobación de pasajes internacionales y ayuda humanitaria por el término de 3 
meses. El 17 de diciembre de 2001 la administración declaró la vacancia, por 
abandono del cargo, decisión que no fue notificada. Dicha situación es conocida por 
el servidor 10 años después, cuando se encuentra adelantando el trámite para el 
reconocimiento pensional. El acto administrativo se demandó ante la jurisdicción 
contenciosa y en primera instancia se declaró su nulidad, se ordenó el reintegro sin 
solución de continuidad y el pago de salarios y prestaciones sociales.  
 
DECLARATORIA DE VACANCIA POR ABANDONO DEL CARGO / VACANCIA ï 
Requisitos de configuración / DECLARATORIA DE VACANCIA POR 
ABANDONO DEL CARGO- No requiere el adelantamiento previo de un proceso 
disciplinario /  ADELANTAMIENTO DE PROCESO SUMARIO  PARA LA 
DECLARATORIA DE VACANCIA POR ABANDONO DEL CARGO -  
Obligatoriedad / DEBIDO PROCESO ï Vulneración / RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO / REINTEGRO Y PAGO DE SALARIOS Y PRESTACIONES 
SOCIALES ï Improcedencia frente a la dejación de funciones por más de 10 
años 

 
Problema jurídico 1: ¿Si previo a decretar el abandono del cargo del servidor público la 
entidad requería adelantar un trámite administrativo donde se procurará la comparecencia 
del interesado?  
  
Tesis: ñLlámese la atención en el sentido de que el artículo 127 del Decreto 1950 de 1973, 
dispuso que la autoridad nominadora declarará la vacancia del empleo, previo los 
procedimientos legales, lo cual conduce a concluir que dicha declaratoria deberá ser 
adoptada con observancia de las formas propias del debido proceso.(é) lo reprochado 
frente al acto demandado es la falta de notificación en los términos del Código Contencioso 
Administrativo. De tal suerte que la institución académica debió garantizarle al actor el 
derecho al debido proceso administrativo. Lo anterior, por cuanto de acuerdo con el acopio 
probatorio, no figura ninguna actuación desplegada por la Universidad tendiente a 

http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/76001-23-31-000-2004-03075-01(0544-19)A.pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/76001-23-31-000-2004-03075-01(0544-19)A.pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/76001-23-31-000-2004-03075-01(0544-19)A.pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/76001-23-31-000-2004-03075-01(0544-19)A.pdf
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notificarle, ni a darle la oportunidad para aportar o controvertir pruebas, e incluso para 
interponer recursos previa a la expedición de la mencionada resolución demandada. 
(é)Son dos escenarios distintos, uno el proceso disciplinario regido por la Ley 734 de 2002 
y otro el relativo al ejercicio de la función administrativa. Dice también, que esta Corporación 
ha dejado claro que en casos de abandono del cargo no es necesario adelantar ningún 
proceso previo, si se tiene en cuenta que aquél es un hecho realizado autónomamente por 
el trabajador. Al respecto se precisa que aunque el nominador no estaba obligado adelantar 
un proceso disciplinario para decretar la vacancia del cargo, ello no implica que estuviera 
facultado para desconocer las garantías del debido proceso mediante un trámite 
administrativo sumario. Así pues, ha sido reiterativa la postura de esta Corporación en 
señalar que, previa la declaratoria de vacancia definitiva por la causal de abandono del 
cargo, se debe desarrollar un proceso administrativo sumario, por tanto, la Universidad sí 
estaba obligada a seguir una actuación previa -que en el sub judice estaba fundada en el 
Decreto 1950 de 1973- asunto que no se puede confundir con el proceso disciplinario, cuyo 
adelantamiento se rige por la Ley 734 de 2002.(é) Si bien es cierto, los centros de 
educación superior de naturaleza pública -como lo es la Universidad del Atlántico- al gozar 
del reconocimiento de la autonomía universitaria están excluidos de la Ley 443 de 1998 
ñPor la cual se expiden normas sobre carrera administrativa y se dictan otras disposicionesò, 
por este hecho, no se le podía desconocer al demandante la garantía del debido proceso 
antes, durante y después de la expedición del acto acusado, con el fin de tener la 
oportunidad de ejercer las garantías de contradicción y defensa, según mandato 
consignado en el art²culo 127 del Decreto 1950 de 1973.ò 

 
Problema jurídico 2: ¿Es procedente el restablecimiento del derecho, pago de salarios y 
prestaciones sociales, del empleado público que omitió normalizar su situación durante 10 
años?  
 
Tesis: ñ(é) El acto enjuiciado no causó la privación del derecho al trabajo del demandante. 
A esta conclusión se arriba, por cuanto la cesación en las funciones laborales del señor 
Alejandro De La Hoz, no fue producto del acto administrativo acusado. Justamente, el 
demandante durante más de diez años no asistió a su lugar de trabajo, aun cuando no 
conocía de la existencia del acto de declaratoria de vacancia por abandono del cargo que 
ocupaba. Nótese la negligencia del actor respecto de su situación laboral. Esto en tanto, el 
accionante se ausentó sin haber previamente solucionado su situación laboral con la 
Universidad. En su lugar, el interesado mantuvo una actitud pasiva e inactiva durante más 
de diez años. Sobre el particular debe resaltarse que, en su condición de empleado público, 
el demandante tenía el conocimiento de las consecuencias jurídicas que su actuación 
omisiva podría conllevar. Pero, ahora pretende el pago de salarios y prestaciones por 10 
años, en contravía del principio general del derecho según el cual nadie puede alegar la 
propia culpa en su beneficio nema auditur propiam turpitudinem. (é)Se pone de presente 
que, en principio, el empleado De La Hoz Oviedo tenía una justificación para ausentarse 
del trabajo dada su situación de amenaza personal. Pero, no se puede admitir que se 
hubiera despreocupado por solucionar su tema laboral con la Universidad del Atlántico, al 
punto que fue por ñcasualidadò que se enter· de la existencia del acto administrativo 
acusado hasta el a¶o 2011, cuando se encontraba gestionando la pensi·n.(é)  De tal 
manera que, en el presente caso, es improcedente el restablecimiento del derecho pedido 
en la demanda, ya que la administración de justicia no puede pasar por alto la actitud 
omisiva y negligente del actor de cara a la regularización de su situación laboral[é] ò 
 

Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 
sentencia de 15 de julio  de 2021, C.P. César Palomino Cortés, radicación: 08001-
23-31-000-2011-01155-01(0665-16). 
 

4. La derogatoria de un nombramiento, por ser 
un acto condición, no requiere el 
consentimiento del titular del derecho cuando 
no se ha comunicado la designación. 
 
Síntesis del caso: Aduce el demandante que, por medio de Decreto 1613 de 10 de 
agosto de 2015 fue nombrado en provisionalidad, en el empleo de consejero de 
relaciones exteriores del Ministerio de Relaciones Exteriores en el consulado de 
Colombia en Chicago, para ejercer las funciones de cónsul general en esa misión 
diplomática, acto administrativo que consideró notificado por conducta concluyente 

http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/08001-23-31-000-2011-01155-01(0665-16).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/08001-23-31-000-2011-01155-01(0665-16).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/08001-23-31-000-2011-01155-01(0665-16).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/08001-23-31-000-2011-01155-01(0665-16).pdf
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el 12 de los mismos mes y año. La administración el 17 de mayo de 2016 deja sin 
efectos el nombramiento sin el consentimiento del beneficiario, ya que no se había 
surtido su comunicación ni la aceptación de la designación. 
 
DEROGATORIA DE NOMBRAMIENTO / NOMBRAMIENTO COMO ACTO 
CONDICIÓN - No requiere consentimiento del titular para su revocación 
cuando no se ha comunicado  
 
Problema jur²dico: ñ¿Al demandante le asiste razón jurídica o no para reclamar la 
ilegalidad del acto administrativo que derogó su nombramiento en el empleo de consejero 
de relaciones exteriores, código 1012, grado 11, de la planta global del Ministerio de 
Relaciones Exteriores, adscrito al consulado general de Colombia en Chicago, con 
funciones de cónsul en esa misión diplomática, pues fue expedido sin obtener su 
consentimiento expreso, como lo exige el artículo 72 del CPACA; o si, por el contrario, la 
Administración no debía colmar tal requisito, comoquiera que tal designación no fue 
comunicada ni se aceptó por el titular, como lo concluyó el a quo?ò 

 
Tesis: ñPor regla general los actos administrativos que crean una situación jurídica de 
carácter particular no podrán ser revocados sin el consentimiento previo, expreso y escrito 
del respectivo titular del derecho, a menos que por disposición legal se autorice la 
revocación sin esa autorización, con sujeción a las causales previstas en el artículo 93 del 
CPACA, esto es, cuando sea manifiesta su oposición a la Constitución Política o a la ley, 
no estén conformes al interés público o social, o atenten contra él, y con ellos se cause 
agravio injustificado a una persona, desde luego, sin perjuicio de las excepciones a esta 
regla contenidas en otras normas. (é) En virtud de lo anterior, la Administraci·n contaba 
con un mecanismo para excluir del ordenamiento jurídico un acto de nombramiento, a 
través de una decisión unilateral que tenía lugar cuando se configurara cualquiera de las 
causales mencionadas en el citado artículo 2.2.5.6.1, sin requerir el consentimiento previo, 
expreso y escrito del titular del derecho, puesto que responden a las excepciones legales a 
que se refiere el art²culo 97 del CPACA. (é) De igual forma, ha advertido que el «acto 
condición» de designación no otorga per se derecho alguno a su destinatario, puesto que 
para su formalización siempre estará sujeto a la verificación de los requisitos legales para 
el ingreso a la función pública, precisamente porque no atiende a intereses individuales, 
sino a la satisfacci·n de necesidades colectivas. (é) La revocaci·n y la derogatoria del 
nombramiento autorizan a la Administración a desaparecerlo del espectro legal cuando el 
beneficiario no satisface las condiciones para desempeñar el cargo por unas causales 
específicas, tales como la falta de comunicación de esa decisión y la omisión del interesado 
de aceptar el nombramiento o posesionarse de manera oportuna. De las pruebas adosadas 
a las presentes diligencias, se observa que la demandada hizo uso específico de la 
derogatoria, al determinar que el acto acusado no fue comunicado, sin mencionar que este 
fuera contrario a la Constitución Política o a la ley o al interés público o social o que causara 
agravio injustificado a una persona, lo que desvirtúa que la demandada hubiera tenido que 
acudir a la figura de la revocación directa de que tratan los artículos 93 a 97 del CPACA y, 
en consecuencia, obtener la autorización previa del accionante..l[é]ò 

Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 
sentencia de 25 de noviembre de 2021, C.P. Carmelo Perdomo Cuéter, radicación: 
25000-23-42-000-2016-05421-01(1116-19) 
 

5. La asignación previa de una indemnización 
sustitutiva, no imposibilita el reconocimiento 
de una pensión, pues la incompatibilidad de 
esas prestaciones no significa que a una 
persona que ya se le reconoció el derecho a la 
indemnización sustitutiva de la pensión de 
invalidez, no pueda volvérsele a examinar el 
derecho a una pensión. 
 
Síntesis del caso: La accionante, en representación del beneficiario de la 
indemnización sustitutiva de la pensión de invalidez, a través de apoderado 

http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/25000-23-42-000-2016-05421-01(1116-19).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/25000-23-42-000-2016-05421-01(1116-19).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/25000-23-42-000-2016-05421-01(1116-19).pdf
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demando la nulidad de los actos administrativos expedidos por la UGPP, con los 
cuales fue reconocida la prestación mencionada y negado el reconocimiento y pago 
de la pensión de vejez.  
 
NIVELACIÓN COMPATIBILIDAD ENTRE INDEMNIZACIÓN SUSTITUTIVA DE 
VEJEZ Y PENSIÓN DE VEJEZ / APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE 
FAVORABILIDAD. 
 
Problema jurídico: ¿Puede ser beneficiario de la pensión de vejez la persona que recibe 
una pensión de invalidez de origen laboral y le fue reconocida la indemnización sustitutiva? 

 
Tesis: ñ[é] La indemnizaci·n tiene un car§cter subsidiario o residual respecto a la pensi·n 
de vejez y, en consecuencia, está sujeta a la incompatibilidad señalada en el artículo 13 de 
la Ley 100 de 1993, según la cual, ningún afiliado puede recibir simultáneamente rentas 
que cubran los riesgos de vejez e invalidez; «sin embargo, la asignación previa de una 
indemnización sustitutiva, no imposibilita el reconocimiento de una pensión», pues «la 
incompatibilidad de esas prestaciones no significa que a una persona que ya se le reconoció 
el derecho a la indemnización sustitutiva de la pensión de invalidez, no pueda volvérsele a 
examinar el derecho a una pensión». En consecuencia, «la incompatibilidad de los 
beneficios pensionales no es una barrera para evaluar nuevamente los casos, ni efectuar 
un reconocimiento pensional, sino que debe interpretarse como una imposibilidad de que 
los aportes al sistema financien dos prestaciones simultáneamente, cuando una de ellas se 
otorgó con apego a las normas legales y a la Constitución». Lo anterior, por cuanto si bien 
se «protege a quienes habiendo cumplido la edad para obtener una pensión no cotizaron 
el mínimo de semanas exigidas y declararon su imposibilidad de continuar haciéndolo, 
otorgándoles la opción de acceder a una indemnización, lo que no significa que, en caso 
de establecer que puede ser acreedor de una prestación mejor, como lo es la pensión 
propiamente, no pueda acceder a la misma, caso en el cual se descontará de las mesadas 
correspondientes el valor cancelado con anterioridad por dicho concepto.(é) En 
consecuencia, «aun cuando la indemnización sustitutiva es incompatible con la pensión de 
vejez, su reconocimiento no impide el eventual acceso a disfrutar de una prestación de 
jubilaci·n, bajo la condici·n de devoluci·n de lo ya recibido por dicha indemnizaci·n. (é) 
En efecto, tal y como se indicó en precedencia si el solicitante de una pensión recibió 
previamente una indemnización sustitutiva, puede acceder a la prestación que más lo 
favorezca, siempre que se descuente de ésta el valor recibido a título de indemnización. De 
esta manera, se observa la prohibición de recibir dos erogaciones provenientes del erario 
y, a la vez, se salvaguarda el principio de favorabilidad laboral establecido en el artículo 53 
de la Constitución Política, según el cual debe priorizarse la «situación más favorable al 
trabajador en caso de duda en la aplicación e interpretación de las fuentes formales de 
derecho.ò 
 

Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, 
Subsección A, sentencia de 02 de diciembre de 2021, C.P. Rafael Francisco Suárez 
Vargas, radicación: 25000-23-42-000-2017-06200-01(0681-21) 
 

6. Cuando de los hechos y pretensiones 
señalados en la demanda se concluye que el 
medio de control invocado no es el de nulidad 
simple sino el de nulidad y restablecimiento 
del derecho de carácter laboral con valor 
implícito, es necesario señalar la estimación 
razonable de la cuantía para establecer la 
competencia. 
 
Síntesis del caso: Actuando por intermedio de apoderado, participantes en la 
Convocatoria 20 para la provisión del cargo de jueces civiles del circuito que 
conocen de procesos laborales, presentaron demanda de nulidad del acto 
administrativo complejo formado por la decisión adoptada por la Sala Administrativa 
del Consejo Superior de la Judicatura el 9 de agosto de 2018 y en el ñAVISO DE 

http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/13_250002342000201706200011sentencia20211204001200.pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/13_250002342000201706200011sentencia20211204001200.pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/13_250002342000201706200011sentencia20211204001200.pdf
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INTERÉS-CONVOCATORIA 20-AVISO IMPORTANTEò y los formularios de opci·n 
de sede que incluyen los cargos de Jueces de Restitución de Tierras entre las 
opciones para ser ocupados por quienes concursaron para los cargos de Jueces 
Civiles del Circuito que conocen asuntos laborales y de Juez Civil del Circuito, según 
convocatorias (sic) No. 20 de 2012, Acuerdo No. PSAA12-9135 y (sic) 22 de 2013, 
acuerdo No. PSAA13-9929.ò El despacho de conocimiento, remitió la demanda a la 
Sección Segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, por considerarlo 
asunto de su competencia. 
 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO / ESTIMACIÓN RAZONABLE 
DE LA CUANTÍA / REMISIÓN POR FALTA DE COMPETENCIA / DERECHO A LA 
DOBLE INSTANCIA 
 
Problema jurídico: ¿Procede la remisión por competencia en los eventos donde no se 
estima por parte del actor ninguna cuantía pero que dentro de las pretensiones se 
desprende una cuantía implícita? 
 
Tesis 1: ç[é] Otorgar La obligaci·n de estimar razonadamente la cuant²a al momento de 
la presentación de la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho, obedece a la 
necesidad de evitar que el demandante pueda alterar caprichosamente el factor objetivo de 
la competencia y se modifique la misma por razón de aquellos emolumentos accesorios 
que se causen con posterioridad a su presentación o sin tener en cuenta los valores 
impl²citos que se desprenden de las pretensiones de la demanda. (é) En algunas de las 
demandas de nulidad y restablecimiento del derecho interpuestas contra los actos 
administrativos expedidos por las autoridades del orden nacional, también puede 
desprenderse de la nulidad pretendida un restablecimiento económico, repercute para que 
los asuntos no deban adelantarse en única instancia, sino que es necesario garantizarles 
una doble instancia (é)Proceder en contrario, es decir, omitir la remisi·n de los procesos 
de la referencia a los juzgados y tribunales administrativos para que gocen de una doble 
instancia, origina que se configure una nulidad procesal insaneable consistente en 
pretermitir íntegramente la primera instancia, acorde con lo señalado en el ordinal 2 del 
artículo 133 del CGP y el parágrafo del artículo 136 ibídem, por lo que con mayor razón es 
necesario declarar la falta de competencia al respecto. (é) el despacho no puede pasar 
por alto que en el escenario de decretarse la nulidad del acto administrativo demandado 
que trae consigo unas repercusiones de índole pecuniario, la competencia no puede recaer 
en la máxima corporación de lo contencioso administrativo, sino en los juzgados o 
tribunales, según el caso. En otros términos, la pretensión de restablecimiento del derecho, 
en la mayoría de los casos, implica un resarcimiento económico, esto es, no obstante que 
en la demanda se afirme que el asunto carece de cuantía, de esa solicitud judicial sí puede 
derivarse un valor implícito que puede hacerse realidad o no, el cual resulta relevante a 
efectos de estimar la cuantía y, en consecuencia, determinar la competencia. (é) En 
consecuencia, a pesar de que la parte demandante no estimara la cuantía y dirigiera el 
medio de control a esta corporación, lo cierto es que, analizadas las pretensiones de la 
demanda, se evidencia la existencia de un restablecimiento automático a favor de esta, el 
cual se materializa en el beneficio que le generaría la nulidad de la decisión que habilitó a 
los integrantes del registro de elegibles de la convocatoria 20, la opción de sede para las 
vacantes de los cargos de la convocatoria 22, los cuales vienen siendo ocupados en 
provisionalidad por los demandantes, y que se pretenden proveer con aquella, razón por la 
cual, el medio de control procedente no es el de simple nulidad, sino el de nulidad y 
restablecimiento con cuantía  
 

Consejo de Estado, de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección 
Segunda, Subsección A, auto del 07 de diciembre de 2021, C.P. Gabriel Valbuena 
Hernández, radicación: 11001-03-25-000-2019 00010-00 (0071-19) 
  

http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/3_110010325000201900010001autoquedeclar20211214094147.pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/3_110010325000201900010001autoquedeclar20211214094147.pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/3_110010325000201900010001autoquedeclar20211214094147.pdf
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1. Declarar la ocurrencia del riesgo de 
ñestabilidad de la obraò a partir de hechos 
ocurridos con anterioridad a la entrega, 
desconoce los artículos 1054 y 1083 del 
Código de Comercio porque el riesgo no puede 
ser un hecho cumplido y conocido por el 
asegurado. 
 
Síntesis del caso: En ejercicio de la acción de controversias contractuales, 
contratista y aseguradora solicitaron que se declarara la nulidad de las resoluciones 
que hicieron efectiva la póliza de estabilidad de la obra, en cuya ejecución se 
advirtieron por el contratista y el interventor la existencia de vacíos e inconsistencias 
en los estudios y diseños desde el inicio de la obra, relacionados especialmente con 
el uso del relleno fluido como material de nivelación. A pesar de las deficiencias, fue 
suscrita el acta de recibo final de la obra a entera satisfacción, sin que se 
observación alguna en relación con el cumplimiento de las obligaciones de parte del 
Contratista. También se suscribió el acta de liquidación bilateral, en la que tampoco 
se dejaron observaciones en relación con el cumplimiento de las obligaciones 
contractuales. Mediante acto administrativo posterior, la entidad contratante declaró 
la ocurrencia del siniestro de estabilidad de la obra e hizo exigible la póliza de 
cumplimiento, decisión que fue confirmada por la misma entidad. Se plantearon 
cargos de falsa motivación, violación de normas en que debía fundarse el acto, 
desviación de poder y violación al debido proceso. 
 
CONTROVERSIAS CONTRACTUALES / CARACTERÍSTICAS DE LA PÓLIZA DE 
CUMPLIMIENTO / DAÑO CAUSADO POR OBRA PÚBLICA / 
RESPONSABILIDAD DEL CONTRATISTA / CONTRATISTA / HECHO DEL 
CONTRATISTA / ACTO ADMINISTRATIVO / FALSA MOTIVACIÓN / FALSA 
MOTIVACIÓN DEL ACTO ADMINISTRATIVO / INCUMPLIMIENTO DEL 
CONTRATO DE OBRA PÚBLICA / ACTO ADMINISTRATIVO QUE HACE 
EFECTIVA PÓLIZA DE CUMPLIMIENTO  
 
Problema jurídico: ¿La garantía de estabilidad de la obra garantiza la reparación de los 
daños advertidos durante la ejecución del contrato?  

 
Tesis: ñEl amparo de la póliza de cumplimiento relativo a la estabilidad de la obra tiene 
como finalidad garantizar la reparación de los daños que se presenten luego de que haya 
sido recibida a satisfacción, y que no se evidencian en el momento de la entrega. El 
constructor debe reparar estos daños, y este amparo se incluye precisamente para 
garantizar el cumplimiento de esta obligación. El amparo se hace efectivo con la sola 
demostración de la ocurrencia de daños posteriores en la obra y del valor de su reparación. 
Por esta vía no puede obtenerse la reparación de daños imputables al incumplimiento de 
las obligaciones del contratista conocidos por la entidad antes de la terminación del 
contrato. (é) [e]n la medida en que el IDU fundament· la declaratoria del siniestro de 
estabilidad de la obra en hechos que ya eran conocidos al momento de su recibo, 
desconoció lo dispuesto en el numeral 3 artículo 2060 del Código Civil, conforme con el 
cual la obra se entiende recibida como exteriormente ajustada al plan y a las reglas del arte, 
sin que dicho recibo exima al constructor de la responsabilidad por estabilidad. La anterior 
regla implica que, cuando en ese momento existan daños que son conocidos por el 
contratante, ®ste debe realizar la respectiva salvedad o reclamaci·n al constructor. (é) - 
Declarar la ocurrencia del riesgo de ñestabilidad de la obraò a partir de hechos ocurridos con 
anterioridad a la entrega, que es cuando comienza la cobertura de este amparo, viola los 
artículos 1054 y 1083 del Código de Comercio porque el riesgo no puede ser un hecho 
cumplido y conocido por el asegurado.ò. 
 

CONTROVERSIAS CONTRACTUALES / CARACTERÍSTICAS DE LA PÓLIZA DE 
CUMPLIMIENTO / DAÑO CAUSADO POR OBRA PÚBLICA / 
RESPONSABILIDAD CONTRACTUAL DEL CONSTRUCTOR / MATERIALES DE 
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LA OBRA PÚBLICA / FALSA MOTIVACIÓN / FALSA MOTIVACIÓN DEL ACTO 
ADMINISTRATIVO 
 
Problema jurídico 2: ¿Está facultado el contratista para adoptar decisiones de fondo sobre 
los materiales o condiciones en que se desarrolla en contrato para garantizar su 
cumplimiento?  

 
Tesis 2: ñEl capítulo sexto del pliego de condiciones establecía que las especificaciones 
técnicas y el diseño a ejecutar por el Contratista sería el entregado por la entidad, y que el 
constructor sólo tenía responsabilidad de realizar ajustes al diseño para atender las 
observaciones de las empresas de servicios públicos. De manera que, conforme con las 
estipulaciones del pliego de condiciones, al Contratista no le correspondía realizar estudios 
complementarios como los que se requerían para corroborar el uso del relleno fluido para 
fines distintos a los previstos en el diseño original los cuales, tal como definió el concepto 
de la Universidad Nacional, implicaban realizar pruebas especializadas (é) [A]l constructor 
le corresponde obrar con diligencia en relación con la calidad de los materiales con los que 
se construye la obra, pero no realizar juicios de fondo ni adoptar determinaciones sobre los 
mismos. Es suficiente hacer lo que hizo en este caso, que fue solicitar la corroboración 
sobre su funcionalidad. (é) En el caso del uso del relleno fluido como material de nivelación 
para la ejecución de la obra de los carriles mixtos de tráfico, el Contratista hizo 
observaciones relacionadas con el uso del material. (é) As² las cosas contrario a lo 
determinado en los actos administrativos demandados, el contratista no desconoció sus 
deberes contractuales y profesionales, por lo que no le eran imputables los daños causados 
por el uso del relleno fluido en los carriles mixtos, lo que implica que las decisiones fueron 
falsamente motivadas, en la medida en que no existió el incumplimiento contractual que se 
le imputó.  

 
Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
Subsección B; sentencia de 18 de noviembre de 2021; C.P. Martín Bermúdez 
Muñoz, radicación: 25000-23-26-000-2006-00318-01 (56085) 
 

2. Se exime de responsabilidad contractual al 
Distrito de Bogotá, por construcción de la 
extensión de la vía Ciudad de Cali por 
insuficiencia probatoria del contratista 
 
Síntesis del caso: El IDU contrató a precio global la construcción de un tramo de 
la Avenida Ciudad de Cali y el contratista reclama el incumplimiento de la entidad, 
así como el restablecimiento del equilibrio económico del contrato. La primera 
instancia negó las pretensiones porque las partes suscribieron contratos adicionales 
para superar las circunstancias que generaron demoras en la ejecución y la actora 
los suscribió sin salvedades. Se confirma la sentencia porque no hay prueba de las 
obligaciones presuntamente incumplidas ni de los desequilibrios alegados. 
 
DIFERENCIA ENTRE LA RESPONSABILIDAD POR INCUMPLIMIENTO DEL 
CONTRATO Y DESEQUILIBRIO FINANCIERO DEL CONTRATO ESTATAL / 
RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR DAÑO ANTIJURÍDICO / 
PROCEDENCIA DE LA DECLARACIÓN DEL INCUMPLIMIENTO DEL 
CONTRATO / INCUMPLIMIENTO CONTRACTUAL ï Presupuestos para la 
configuración y declaratoria / RUPTURA DEL EQUILIBRIO ECONÓMICO DEL 
CONTRATO ï Definición / RUPTURA DEL EQUILIBRIO ECONÓMICO DEL 
CONTRATO ï Eventos de configuración / RESTABLECIMIENTO DEL 
EQUILIBRIO ECONÓMICO DEL CONTRATO ï Presupuestos / 
INCUMPLIMIENTO DEL CONTRATO ï Presupuestos para probarlo / 
INCUMPLIMIENTO DEL CONTRATO ï No probado 
 
Problema Jurídico: ¿Es responsable contractualmente el Distrito Capital por el 
desequilibrio contractual que aparentemente sufrió el contratista en la construcción de la 
extensión del a Vía Ciudad de Cali? 

 

http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/25000-23-26-000-2006-00318-01%20(56085).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/25000-23-26-000-2006-00318-01%20(56085).pdf
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/boletines/251/25000-23-26-000-2006-00318-01%20(56085).pdf
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Tesis: ñEl Instituto de Desarrollo Urbano dictó el pliego de condiciones para la contratación 
de las obras de ñconstrucci·n de la Avenida Ciudad de Cali desde la Transversal 91 hasta 
el aproche oriental de los puentes vehiculares sobre el brazo del humedal Juan Amarillo en 
Bogot§ D.C.ò con un plazo de ejecuci·n de nueve meses, una fase de preconstrucci·n de 
un mes, siete meses de construcción y uno para el recibo final. Sin embargo, surge dificultad 
para establecer con certeza las obligaciones de cada parte y su forma de cumplimiento toda 
vez que solo se aportó el capítulo I del pliego de condiciones que estableció las condiciones 
generales del proceso de selección pero no los anexos y apéndices contentivos de las 
especificaciones técnicas de los trabajos a desarrollar, en esas condiciones no es posible 
determinar las obligaciones que cada parte asumió respecto de la ejecución del contrato  y, 
particularmente, confirmar lo alegado por la apelante respecto de algunas de ellas que, 
según afirma, fueron estipuladas con claridad en el pliego. Esa falencia probatoria es 
atribuible a la actora quien, para probar el incumplimiento de su contraparte, tenía la carga 
de demostrar con claridad las obligaciones derivadas del contrato pese a lo cual no aportó 
el texto completo del pliego de condiciones y anexos; se limitó a pedir que se oficiara al IDU 
pidi®ndole el ñpliego de condiciones en lo relacionado con las actividades a cargo del 
contratista (cap²tulo de condiciones generales)ò (fl. 64 cdno. 1); efectivamente, as² se 
decretó la prueba y el IDU solamente allegó lo solicitado, esto es, el capítulo I del pliego 
relativo a las condiciones generales de la contratación. Tampoco se trajo la oferta técnica y 
económica formulada por el contratista, de modo que, aunque la Sala comparte lo afirmado 
por la apelante respecto de la ineficacia de las obligaciones de extensión ilimitada a cargo 
del contratista, las pruebas presentadas no permiten establecer con claridad cuáles fueron 
las reales obligaciones que le correspondían y, en consecuencia, tampoco se hace viable 
establecer cuáles de las circunstancias invocadas en la demanda pudieron exceder lo que 
razonablemente correspondía a la contratista o constituir incumplimiento de la demandada. 
Con la anterior precisión la Sala estima que las evidencias presentadas no permiten 
establecer el incumplimiento contractual alegado.ò 

 
Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, 
Subsección B, sentencia de 18 de noviembre de 2021, C. P. Freddy Ibarra Martínez, 
radicación 25000-23-26-000-2011-00579-01(48815). 
 

3. Se declaró la nulidad absoluta de un 
contrato sobre la plaza de mercado de Cúcuta, 
por no haber surtido el proceso de licitación 
pública, ya que las partes lo denominaron de 
arrendamiento, cuando en realidad, se trató de 
un contrato atípico, en el que se combinaron 
obligaciones propias de la prestación de 
servicios, con la explotación de un bien 
público destinado al servicio público, lo que 
también le incorporaba rasgos de una 
concesión.   
 
Síntesis del caso: En el marco del contrato de arrendamiento del 6 de abril de 
2001, cuyo objeto consistía en el arrendamiento de los inmuebles donde 
funcionaban las plazas de mercado de la ciudad de Cúcuta, la contratista 
demandante, pretende que se declare el incumplimiento del municipio de Cúcuta 
por la terminación ilegal de dicho contrato y, en consecuencia, la restitución de los 
inmuebles arrendados y el reconocimiento de los perjuicios causados. 
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Problema jurídico 1: ¿Las plazas de mercado son de bienes de uso público que prestan 
un servicio público por destinación legal? 
 
Tesis 1: ñ[L]as plazas de mercado son de bienes de uso p¼blico que prestan un servicio 
público. En efecto, el artículo 674 del Código Civil define a las plazas como bienes de uso 
público, género del cual hacen parte las plazas de mercado. Igualmente, conforme al 
numeral 15 del artículo 169 del Código del Régimen Político Municipal y en atención al uso 
público al que están afectas, las plazas de mercado corresponden a un servicio público de 
orden municipal. (é) Vale recordar que la afectaci·n como bien de uso p¼blico puede darse 
de manera formal, a través de un acto jurídico que así lo declare, o materialmente, por abrir 
el bien al uso del p¼blico en general. (é) En este punto, vale precisar que la naturaleza 
jurídica de la titular de las plazas de mercado, la EIS Cúcuta ESP, como una empresa 
industrial y comercial del Estado (é), no como sociedad de econom²a mixta, como se afirma 
en la alzada, no desvirtúa el carácter de entidad pública de dicha entidad ni tampoco la 
destinación de uso público. Efectivamente, ni siquiera en un escenario de mixtura de dicha 
entidad deja de ser pública y las plazas de mercado tienen dicha destinación por definición 
legal, adem§s de que las partes contractualmente as² lo confirmaron. (é)ò 
 
NOTA DE RELATORÍA: Acerca de la naturaleza jurídica de las plazas de mercado, consultar 
providencia de 9 de noviembre de 1979, Exp. 3026, C.P. Jacobo Pérez Escobar; de 14 de octubre 
de 2010, Exp. 2005-00055-01, C.P. Marco Antonio Velilla Moreno; de 23 de febrero de 2016, Exp. 
76001-23-31-000-2005-02562-01, C.P. Danilo Rojas Betancourth; y de la Corte Constitucional, 
sentencia T-238 de 1998. 
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Problema jurídico 2: ¿Cuándo el contrato con una entidad estatal sobre un bien de uso 
público, como lo es una plaza de mercado, combina obligaciones propias de la prestación 
de servicios, e incorpora rasgos de una concesión, puede denominarse por las partes, 
arrendamiento?  

 
Tesis 2: ñ[C]orresponde al juez indagar por la finalidad de las partes con la celebraci·n del 
contrato en estudio, con el ánimo de determinar, más allá de la denominación formal que 
las partes le hayan dado al contrato, la naturaleza del contrato realmente celebrado. (é) 
Para empezar, la Sala encuentra que las partes le dieron la denominación clara de un 
contrato de arrendamiento; sin embargo, esa manifestación no es suficiente, por cuanto se 
debieron satisfacer, al menos, los elementos m²nimos de esta modalidad contractual. (é) 
Mediante el contrato en estudio, el municipio también le entregó la administración directa 
de las plazas de mercado al contratista (é). Inclusive, le encarg· la recuperaci·n 
extrajudicial y judicial de la cartera morosa, actividad que se pagaría de conformidad con 
las tablas del Colegio de Abogados (é). Lo expuesto desdice la intenci·n de las partes de 
celebrar un contrato de arrendamiento, como quiera que los elementos esenciales de este 
tipo de contratos no están presentes. Efectivamente, el uso y goce exclusivo del 
arrendatario desapareció cuando se le encomendó la administración total de las plazas de 
mercado, lo cual implicaba entregar al contratista, no sólo unos inmuebles destinados al 
uso público, lo cual de suyo impedía este tipo de contratos, como lo tiene definido el pleno 
de esta Corporación, sino también porque dichos bienes estaban destinados al servicio 
p¼blico. (é) En consecuencia, el uso y el goce de los inmuebles no lo defin²a el arrendatario 
ni los subarrendatarios, sin desconocer que se consintió el subarriendo total, lo que es 
admisible legalmente en los arrendamientos comerciales (artículo 523 del Código de 
Comercio), como quiera que ninguno de estos podía usar y gozar libremente los inmuebles 
sin desconocer su condición bienes de uso público y, además, destinados al servicio 
p¼blico, es decir, sin desconocer las normas de orden p¼blico. (é) En segundo lugar, no 
solamente el uso y el goce estaba en entredicho. El precio tampoco correspondía a la 
tipología del arrendamiento. Si bien el contratista pagaba un supuesto arrendamiento, lo 
cierto es que este recib²a los subarriendos (é). De conformidad con lo expuesto, tampoco 
había un precio en los términos de un arrendamiento, no sólo por la inexistencia del uso y 
goce, que sería suficiente para descartar la referida tipología, sino porque además la 


























































































